


Mural en Mocoa, departamento de Putumayo:

“La mujer es como la madre tierra. Su naturaleza

no se violenta.”.

“Yo informo para que
la gente se dé cuenta
de que este tipo de
cosas sucede.”
Shirley, sobreviviente de la violencia sexual
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emocional que recibieron, en su mayor parte de las organizaciones de mujeres. Como dijo 
una líder comunitaria: 

“Creo que [lo que] es muy importante, especialmente en casos de violencia sexual, es que las 
mujeres estén en condiciones emocionales que les permitan hacer el trámite de la denuncia. 
Eso sí es contar con cierta fortaleza, poder. En particular, la violencia sexual [da] tanta 
vergüenza contarlo.” 

La Fiscalía General de la Nación sólo tiene un psicólogo en cada una de sus 19 fiscalías 
seccionales. Una ONG que apoya a 23 sobrevivientes de la violencia sexual relacionada con 
el conflicto denunció que sólo una de estas mujeres —una niña de seis años— recibía 
asistencia psicológica del Estado. Incluso en este caso, el apoyo le fue prestado sólo después 
de que lo solicitara una organización privada a la que una seccional de la Fiscalía General 
había remitido a la niña para que evaluara si estaba diciendo la verdad sobre la agresión. 

Reconociendo estas dificultades, el 2 de febrero de 2010, la Corte Constitucional dictó la 
Sentencia T-045, que puso de relieve la ausencia de asistencia médica y psicosocial del 
Estado para los sobrevivientes del conflicto. En su resolución, la Corte pidió al Ministerio de 
Protección Social que adoptara un enfoque diferencial hacia las mujeres sobrevivientes y, lo 
que era más importante, que implantase programas, protocolos y políticas para garantizar 
que las políticas de salud cubrían las necesidades de las víctimas del conflicto y proporcionar 
los recursos económicos necesarios para garantizar que se implantaban efectivamente.44 
Aunque hasta la fecha el Ministerio de Protección Social ha realizado varios estudios sobre 
cómo aplicar la Sentencia T-045, no se ha puesto en práctica aún ningún programa de salud 
que responda efectivamente a las necesidades de las sobrevivientes del conflicto. 

DISCRIMINACIÓN MÚLTIPLE: VIOLENCIA SEXUAL Y MUJERES INDÍGENAS 
Las mujeres indígenas sufren múltiples formas de discriminación, pues son discriminadas 
por su condición de indígenas, por su género y por su pobreza. El impacto concreto de la 
violencia sexual en las mujeres indígenas de Colombia fue reconocido por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en su informe anual de 2010, publicado el 7 de marzo 
de 2011, que decía: “Una de las manifestaciones más preocupantes del impacto del 
conflicto armado sobre la mujer indígena es la violencia sexual”. Según el informe, la 
violación, la prostitución forzada y la esclavitud sexual como “táctica bélica impactan con 
particular severidad a las mujeres indígenas, quienes están mayormente expuestas a los 
crímenes de los actores armados en virtud de las múltiples discriminaciones que soportan.”45 
En su Auto 004 de 2009, la Corte Constitucional también señaló estos motivos de 
preocupación y afirmó que “muchísimos casos de violencia sexual que fueron denunciados 
por la Corte [en el Auto 092 de 2008] ante las autoridades competentes tienen por víctimas 
mujeres, niñas y adolescentes indígenas en todo el país”.46 

Muchos de los obstáculos para obtener justicia que sufren las mujeres indígenas son 
similares a los que afectan a otras mujeres que viven en la pobreza en las zonas rurales, pero 
se ven exacerbados por la discriminación múltiple. Algunas mujeres de organizaciones 
indígenas dijeron a Amnistía Internacional que se sienten invisibles. Las mujeres y niñas 
indígenas rara vez denuncian los crímenes de violencia sexual, por temor por su propia 
seguridad, pero también porque el carácter colectivo de la sociedad indígena hace que el 
acto de denunciar tenga impacto en toda la comunidad. Además, sus propias comunidades 
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suelen presionar de forma significativa a las mujeres para que no denuncien estos crímenes; 
por ejemplo, se denuncia un homicidio, pero no el hecho de que la víctima fuera violada. 

Las mujeres indígenas que buscan ayuda o que denuncian crímenes de violencia sexual 
afrontan obstáculos adicionales, como la ausencia de traductores, la falta comprensión de su 
cultura, dificultades para desplazarse a un lugar donde puedan obtener asistencia oficial 
porque suelen vivir en zonas remotas; la presencia significativa de combatientes militares en 
las zonas donde viven; la falta de información sobre adónde deben acudir para denunciar y 
qué ocurre si lo hacen; y la aplicación de procedimientos legales y médicos ajenos a su 
cultura, como los exámenes internos. No existe ningún protocolo legal ni médico para 
examinar a mujeres indígenas. 

Organizaciones indígenas contaron a Amnistía Internacional que los oficiales del ejército a 
veces intentaban negociar con las familias de mujeres y niñas indígenas que habían sido 
presuntamente violadas por soldados para que retirasen la denuncia a cambio de una 
pequeña suma de dinero. También había informes de que a veces el ejército ha intentado 
eludir a la familia de la víctima y negociar directamente con los líderes de la comunidad. En 
un caso, se ofrecieron 50 dólares a una familia para que guardara silencio sobre un caso de 
violencia sexual. 

Según el informe de la Mesa de Seguimiento de junio de 2011, 26 casos del anexo reservado 
de la Corte Constitucional afectaban a víctimas indígenas y ninguno había desembocado en 
una declaración de culpabilidad. 

EL DERECHO A OBTENER REPARACIÓN 
“Reparación” es un término que define las medidas concretas que han de adoptarse para 
abordar el sufrimiento de sobrevivientes y víctimas y ayudarlas a reconstruir sus vidas. El 
objetivo de las medidas de reparación es “en la medida de lo posible, borrar todas las 
consecuencias del acto ilegal y devolver a la víctima la situación que, con toda probabilidad, 
habría existido si no se hubiera cometido dicho acto.”47 Naturalmente, en situaciones en las 
que las víctimas sufren un daño grave —como en los casos de violencia sexual— o cuando se 
ha matado a un familiar, es imposible volver totalmente a la situación que existía antes de 
que se cometiera la violación. Sin embargo, existe la obligación de garantizar que se hace 
todo lo posible para abordar el sufrimiento de las víctimas. 

Los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones 
Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del 
Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y obtener reparaciones (Principios 
Básicos de la ONU),48 establecen que todas las víctimas de violaciones graves de derechos 
humanos, incluidas las sobrevivientes de violación y de otras formas de violencia sexual, 
tienen derecho a un remedio y a la reparación. La relatora especial sobre la violencia contra 
la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, ha expuesto unas obligaciones 
específicas en relación con las mujeres que buscan una reparación.49 

Una coalición internacional de organizaciones de mujeres elaboró un conjunto de principios 
generales sobre el derecho a obtener reparación que han de aplicarse al contexto de la 
violencia sexual en conflictos armados, conocido como la Declaración de Nairobi. La 
declaración sugiere que para que unas “[r]eparaciones [sean] justas, efectivas e inmediatas 
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han de ser proporcionales a la gravedad de los crímenes, violaciones y daños sufridos; en el 
caso de las víctimas de violencia sexual y otros delitos de género, los estados deben tomar en 
cuenta las consecuencias multidimensionales y a largo plazo de estos crímenes para las 
mujeres y las niñas, sus familias y comunidades, requiriéndose enfoques especializados, 
integrados y multidisciplinarios.”50 

Los Estados tienen la responsabilidad primaria de proporcionar reparación a las víctimas de 
violaciones de derechos humanos cometidas en su país. Su obligación legal es facilitar esa 
reparación cuando las violaciones sean obra de agentes estatales o de otros agentes 
sometidos a la autoridad del Estado. En algunos casos, podría ser adecuado que las 
autoridades establezcan programas de reparación para garantizar que las víctimas tienen 
acceso a una serie de servicios y prestaciones.51 Cuando los crímenes son cometidos por 
agentes de otros Estados o por agentes no estatales, el Estado tiene la obligación de 
garantizar que las víctimas pueden reclamar una reparación a los responsables, incluso a 
través de los tribunales nacionales. Cuando no se pueda obtener reparación de otros Estados 
o de agentes no estatales, o cuando existan obstáculos que demoren la adopción de medidas 
de asistencia vitales que requieran los sobrevivientes o víctimas, el Estado deberá intervenir y 
proporcionar dicha reparación a los sobrevivientes y víctimas y luego reclamar los costes a los 
responsables. 

Hay cinco formas de reparación reconocidas que incluyen un amplio abanico de medidas 
encaminadas a reparar el daño causado a sobrevivientes y víctimas: la restitución, la 
indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no repetición. 

 La restitución se refiere a las medidas encaminadas a devolver a la víctima, en la 
medida de lo posible, a la situación anterior a la violación, lo que incluye la devolución de 
sus bienes, la reintegración en su empleo y el restablecimiento de la libertad, la ciudadanía o 
la condición de residencia.52 

 La indemnización conlleva el pago monetario de “todos los perjuicios económicamente 
evaluables.”53 Aunque los daños causados por la violación y el importe de la indemnización 
ha de evaluarse económicamente, eso no significa que la indemnización sólo abarque los 
daños materiales. De hecho, los Principios Básicos de la ONU definen los daños de un modo 
bastante amplio, incluyendo: “a) El daño físico o mental; b) La pérdida de oportunidades, en 
particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; c) Los daños materiales y la 
pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; d) Los perjuicios morales; e) Los gastos de 
asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y 
sociales.” 

 La rehabilitación tiene por objeto abordar cualquier daño físico o psicológico causado a 
las víctimas, incluidos “la atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos y 
sociales.”54 

 La satisfacción incluye importantes medidas simbólicas como la verificación de los 
hechos y la revelación pública y completa de la verdad; la búsqueda de las personas 
desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las 
personas asesinadas; recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo 
explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad; una 
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declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los 
derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; una disculpa 
pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades; la 
aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones; y 
conmemoraciones y homenajes a las víctimas.55 

 Las garantías de no repetición implican medidas encaminadas a garantizar que las 
víctimas no son objeto de otros delitos o que los delitos no vuelven a cometerse. Estas 
medidas abarcan reformar el ejército y la policía; reforzar el sistema judicial, lo que incluye 
garantizar la independencia del poder judicial; educar a todos los sectores de la sociedad 
respecto de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario; la reintegración 
social de los niños y niñas soldados; y la revisión y reforma de las leyes que contribuyan a 
que se cometan crímenes de derecho internacional o que los permitan.56 

No todas estas formas de reparación son exigibles para todas las violaciones de derechos 
humanos. En cada situación o caso habrá que determinar qué medidas de reparación hacen 
falta para reparar el daño concreto causado. Este proceso debe tener en cuenta las opiniones 
de las víctimas, que son las que mejor conocen sus necesidades, y la decisión en última 
instancia ha de ser proporcional a la gravedad de la violación. 

Además, la reparación no debe percibirse como un gesto humanitario, sino como lo que es: 
un marco para el resarcimiento basado en derechos. Debe basarse en una consulta efectiva 
con las víctimas y tener relación con sus necesidades y su condición de víctimas. El principio 
que debe subyacer en todos los programas de reparación es que las víctimas son titulares de 
unos derechos concretos, además de serlo de todos los demás derechos que les 
correspondan, porque se cometieron unos delitos específicos contra ellas que requieren 
remedios especiales. 

En junio de 2011 el Congreso aprobó la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, promovida 
por el presidente Santos como pieza central del programa de derechos humanos de su 
gobierno. La ley, que incluye unos artículos y una redacción que abordan concretamente la 
cuestión de las sobrevivientes de la violencia sexual, permitirá que algunas de las víctimas de 
abusos contra los derechos humanos y violaciones del derecho internacional humanitario 
cometidos por paramilitares, grupos guerrilleros y las fuerzas de seguridad reclamen una 
reparación completa al Estado, tanto individual como colectivamente. También incluye 
mecanismos para devolver alrededor de 4-6 millones de hectáreas de tierras que se cree que 
fueron robadas, a menudo con violencia y sobre todo por grupos paramilitares, a millones de 
familias colombianas a lo largo del conflicto armado interno. 

Sin embargo, la ley establece que sólo las víctimas cuyos derechos humanos fueron violados 
después de 1985 tendrán derecho a una indemnización económica, mientras que sus 
disposiciones sólo afectan a las tierras robadas después de 1991. La ley excluye asimismo a 
las víctimas de las Bacrim, excluyendo así a muchas víctimas del conflicto. 

Aunque esta ley es un importante primer paso hacia la reparación de al menos algunas de las 
injusticias infligidas a millones de víctimas del conflicto, hará falta introducir medidas para 
garantizar que se aplica de un modo efectivo. Para que la nueva ley afecte realmente a las 
vidas de las sobrevivientes, las autoridades deben garantizar que las víctimas y sus familias, 
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así como las organizaciones que las representan, participan plenamente y son consultadas en 
el desarrollo de los mecanismos para aplicar la ley. 

El Decreto 1290 —emitido el 22 de abril de 2008 y promulgado como parte de la Ley de 
Justicia y Paz (véase el capítulo 4)— creó un programa temporal para permitir que algunas 
víctimas de crímenes cometidos por grupos armados ilegales recibieran una reparación 
monetaria individual del Estado tras un proceso administrativo y no judicial. El programa 
concluyó el 22 de abril de 2010, fecha a partir de la cual no se podían presentar más 
solicitudes de reparación. El Decreto tenía varias limitaciones significativas, como el no 
reconocer la responsabilidad del Estado en la reparación, remitiéndose en su lugar al 
“principio de solidaridad”; la exclusión de las víctimas de abusos cometidos por agentes 
estatales y Bacrim; y la no consideración de la reparación colectiva para organizaciones y 
grupos que han sufrido daños en el conflicto. A pesar de que el decreto adoptó un enfoque 
de género diferenciado, al menos formalmente, muy pocas sobrevivientes de la violencia 
sexual han recibido una indemnización. Según el cuarto informe de la Mesa de Seguimiento 
al Auto 092, publicado en junio de 2011, sólo el 0,14% de los casos aprobados en virtud 
del Decreto 1290 afectaba a sobrevivientes de la violencia sexual, lo que representa 15 
casos de un total de casi 11.000. 

La Ley de Justicia y Paz también incluye un mecanismo de reparación basado en 
resoluciones judiciales. Pero lo crucial es que no puede haber ninguna reparación hasta que 
haya finalizado cada procedimiento judicial contra un paramilitar o guerrillero; es decir, hasta 
que haya una declaración de culpabilidad y una condena. Cuando se redacta este informe 
sólo habían sido condenados tres paramilitares en aplicación de esta ley y ninguna víctima 
había obtenido reparación en virtud de este mecanismo. 

AMANDA 
Una noche de diciembre de 2003, Amanda (no es su nombre real) volvía caminando a su casa, en el 
departamento de Guaviare, cuando cinco paramilitares la atacaron y violaron. La amenazaron y le dijeron que 
no denunciara el crimen, amenaza que reforzaron haciendo visitas periódicas al pueblo natal de Amanda. Los 
paramilitares contaban con el apoyo de los funcionarios locales, por lo que podían cometer crímenes con 
impunidad. Las familias que intentaron denunciarles se vieron obligadas a huir. Amanda dijo que los 
paramilitares mataban a la gente directamente delante de las autoridades y secuestraban, torturaban y 
asesinaban niños sin miedo a tener que rendir cuentas, tanto poder tenían en la zona. 

Amanda cree que la atacaron porque su esposo había huido tras robar una cantidad de dinero a principios de 
2003. Ella decidió guardar silencio sobre lo que le habían hecho, temiendo tanto por su propia vida como por 
las de sus dos hijos, que entonces tenían seis y tres años. 

En 2004, el esposo de Amanda se puso en contacto con ella y la convenció para que se marchara de su pueblo 
y se reuniera con él. Al principio su vida fue muy dura. Amanda contó que su esposo la humillaba 
constantemente por lo que le había pasado. Sus insultos y malos tratos empeoraron, la relación se deterioró y, 
seis meses después, Amanda decidió dejarle. 

Amanda decidió pedir reparación en virtud de lo dispuesto en el Decreto 1290. Sin embargo, cuando acudió a 
las oficinas locales de Acción Social, al principio se negaron a darle un formulario; luego dijeron que, puesto 
que su caso era de violencia sexual, no sabían si tenía derecho a recibir una reparación en aplicación de este 



“ESO ES LO QUE NOSOTRAS EXIGIMOS. QUE SE HAGA JUSTICIA.” 
IMPUNIDAD POR ACTOS DE VIOLENCIA SEXUAL COMETIDOS CONTRA MUJERES EN EL CONFLICTO ARMADO DE COLOMBIA 

Índice: AMR 23/018/2011 Amnistía Internacional septiembre de 2011 

39 

proceso. Amanda contó que fue muy difícil rellenar el formulario; en la oficina había otras personas que 
intentaban ver lo que estaba escribiendo y que se burlaban de ella. Hasta la fecha, no han comunicado a 
Amanda si se la ha reconocido como víctima en virtud de lo dispuesto en el Decreto. No obstante, las 
autoridades sí la reconocieron como persona desplazada, por lo que pudo obtener algún apoyo económico. 
Finalmente, en abril de 2010, pudo cambiar de domicilio tras quejarse ante un tribunal de las condiciones tan 
sumamente precarias en las que ella y su familia llevaban viviendo desde hacía tres años. 

“A mí prácticamente me mataron en vida, estoy muerta en vida. Casi no me gusta contar, porque no quiero 
que me señalen. Hasta ahorita estoy sacando esta situación. Cuando hablo de eso me duele la cabeza. Uno se 
siente mal, le da vergüenza. Cuando me sucedió, no pude hablar ni decir nada. Estaba en peligro mi vida, la 
vida de mis hijos.” 

La investigación del caso de Amanda está a cargo de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la 
Nación. Amnistía Internacional no sabe si se ha hecho algún avance. 

MARCO LEGAL INADECUADO 
Una de las muchas razones por las que en Colombia reina la impunidad por los abusos contra 
los derechos humanos y violaciones del derecho internacional humanitario, incluidos los 
crímenes de violencia sexual relacionados con el conflicto, es que las investigaciones sobre 
estos crímenes no reflejan su condición de crímenes de guerra y crímenes de lesa 
humanidad. Además, Colombia no ha tipificado aún los crímenes de lesa humanidad en el 
Código Penal, así como tampoco a definido aún en la legislación nacional todos los crímenes 
de guerra establecidos por el derecho convencional y el derecho consuetudinario. 

LA OBLIGACIÓN DE COLOMBIA DE ENJUICIAR LOS CRÍMENES DE DERECHO INTERNACIONAL 
Ciertos actos —que incluyen el asesinato, la tortura, la esclavización, la violencia sexual y 
otros actos inhumanos— podrían constituir crímenes de guerra cuando se cometen en el 
contexto de un conflicto armado. Tales actos —así como otros actos criminales (como las 
desapariciones forzadas)— podrían constituir también crímenes de lesa humanidad si forman 
parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil. Los crímenes de lesa 
humanidad y los crímenes de guerra están sometidos a la jurisdicción universal; es decir, los 
Estados deben investigar y enjuiciar a los presuntos autores de estos crímenes graves en 
virtud del derecho internacional, con independencia del lugar donde se cometieron. 

Con la investigación y enjuiciamiento de presuntos autores de crímenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra como delitos comunes de derecho nacional, Colombia ha incumplido sus 
obligaciones contraídas en virtud del derecho internacional, incluidas las contraídas en virtud 
del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, ante la comunidad internacional.57  

Aunque algunas de las conductas constituyen crímenes de derecho internacional pueden ser 
enjuiciadas como delitos comunes, esta alternativa no es satisfactoria por varias razones. En 
primer lugar, deja lagunas cuando la conducta que equivale a un crimen de derecho 
internacional no lleva aparejada responsabilidad penal en virtud del derecho nacional. En 
segundo lugar, la declaración de culpabilidad por un delito común, aun cuando tenga 
elementos comunes, no transmite la misma condena moral que si la persona hubiera sido 
declarada culpable del crimen de derecho internacional y no conlleva necesariamente una 
pena tan severa. 
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Existe una distinción fundamental entre los crímenes de derecho internacional, que 
constituyen un ataque contra toda la comunidad internacional, y los delitos comunes de 
derecho nacional, que conciernen al Estado donde se cometieron. Esta distinción fue 
útilmente establecida en una resolución de 2006 del Tribunal Penal Internacional para 
Ruanda, cuando se negó a trasladar un caso en el que había cargos de genocidio a Noruega, 
país donde el acusado habría sido juzgado sólo por un cargo de asesinato como delito común. 
La sala de primera instancia explicó que los crímenes de derecho internacional —en ese caso 
genocidio, conspiración para cometer genocidio y complicidad en genocidio— “son 
significativamente diferentes en cuanto a sus elementos y su gravedad del crimen de 
homicidio.”58 El mismo principio se aplica a los crímenes de lesa humanidad y crímenes de 
guerra. En otras palabras, enjuiciar a personas por delitos comunes como asesinato, agresión, 
violación o secuestro cuando en realidad son presuntamente responsables de crímenes de 
lesa humanidad o crímenes de guerra incumple las obligaciones contraídas por Colombia en 
virtud del Estatuto de Roma. 

EL CÓDIGO PENAL Y LAS NORMAS INTERNACIONALES 
Como ha reconocido la Corte Constitucional de Colombia, la violencia sexual contra mujeres y 
niñas en Colombia ha sido generalizada, así como sistemática, y se han cometido de forma 
amplia durante el conflicto armado.59 Así pues, según el derecho internacional, los actos de 
violencia sexual —como la violación, la prostitución forzada y la esclavitud sexual— 
equivalen a crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, o a ambos, si fueron parte de 
un ataque contra mujeres y niñas como población civil, o se cometieron en el marco del 
conflicto armado. El derecho internacional penal también ha identificado ciertos actos de 
violación con la tortura, que está igualmente sometida a la jurisdicción universal. Y los actos 
de violación deben, por tanto, ser tratados en consecuencia como tortura, según el artículo 
178 del Código Penal colombiano. 

Por consiguiente, estos crímenes deben ser investigados y, si hay pruebas admisibles 
suficientes, enjuiciados en cumplimiento de todas las obligaciones contraídas por Colombia 
en virtud del derecho internacional, es decir, como crímenes de derecho internacional y no 
como delitos comunes.60  

Las personas declaradas culpables de estos crímenes en juicios imparciales deben ser 
castigadas con penas apropiadas, que tengan en cuenta la gravedad de la violencia sexual. 
No deben recibir amnistías ni medidas similares que impidan el descubrimiento de la verdad 
o una decisión de culpabilidad o inocencia en un juicio celebrado ante un tribunal civil 
ordinario. 

Cuando investiguen, enjuicien y castiguen a las personas responsables de actos de violencia 
sexual, los tribunales colombianos —que como parte del Estado colombiano tienen también 
la obligación de cumplir el derecho internacional— deben: 

 Garantizar que las disposiciones sobre prescripción de los delitos del Código Penal no se 
aplican a estos casos. Aunque Colombia no es parte de la Convención sobre la 
Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, esta 
prohibición afecta a Colombia porque es una norma del derecho internacional 
consuetudinario y está reflejada en el Estatuto de Roma, del que Colombia es parte. 
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 Garantizar que nadie es eximido de responsabilidad penal individual por un acto de 
violencia sexual que constituya un crimen de lesa humanidad o un crimen de guerra 
cometidos por orden del gobierno o de un superior, sea militar o civil. 

 Investigar a cualquier jefe o superior —con independencia de su cargo oficial— que 
tuviera conocimiento de que sus subordinados u otras personas bajo su control violaron 
alguna norma del derecho internacional consuetudinario o convencional aplicable a conflictos 
armados no internacionales, y no impidiera o reprimiera estas violaciones. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha declarado en reiteradas ocasiones que los 
tribunales colombianos deben eliminar todos los obstáculos que impiden la investigación 
efectiva de crímenes de derecho internacional.61 También ha manifestado, respecto de 
Colombia, que “por la naturaleza del crimen y el bien jurídico lesionado, la jurisdicción penal 
militar no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los 
autores de violaciones de derechos humanos.”62 

En la actualidad, la definición de “violación” contenida en el Código Penal se limita a los 
actos perpetrados mediante la violencia física, lo que significa que las autoridades a cargo de 
la investigación y del enjuiciamiento no abordan los crímenes de violencia sexual cometidos 
mediante amenazas, coacción, abuso de poder y aprovechando un entorno de coacción. 

El derecho internacional penal sobre la violación y la violencia sexual reconoce que los 
perpetradores suelen aprovechar situaciones de amenaza de violencia o de violencia 
potencial para exigir actos sexuales, abusan de su poder sobre personas protegidas o 
detenidas para exigir actos sexuales, y que estos actos constituyen violación o violencia 
sexual. Estas definiciones reconocen que constituyen delito los actos sexuales cuya 
realización no consienten las víctimas, aunque se sometan a ellos porque no tienen una 
opción real como consecuencia del abuso de poder del perpetrador. La legislación 
colombiana debe reflejar que este uso de la amenaza de la fuerza y de la coacción es un 
delito, para así cumplir las obligaciones contraídas por Colombia en virtud del derecho 
internacional de penalizar, investigar y enjuiciar los crímenes de guerra y los crímenes de 
lesa humanidad. 

El Código Penal colombiano no refleja las definiciones de los crímenes de derecho 
internacional en ciertos aspectos clave que afectan al derecho de las sobrevivientes de la 
violencia sexual a la justicia y la reparación: 

 Los artículos 205 (violación) y 138 (violación de una persona protegida por el derecho 
internacional humanitario) se aplican actualmente sólo a los actos perpetrados “mediante 
violencia”. Esto no es congruente con la definición de los Elementos de los Crímenes del 
Estatuto de Roma, que se refieren a la violación y a otras formas de violencia sexual 
cometidas “por la fuerza o mediante la amenaza de la fuerza o mediante coacción, como la 
causada por el temor a la violencia, la intimidación, la detención, la opresión psicológica o el 
abuso de poder, contra esa o esas personas u otra persona o aprovechando un entorno de 
coacción o la incapacidad de esa o esas personas de dar su libre consentimiento.” 

 El artículo 3a de la Ley 1257 define útilmente “daño sexual” como las “consecuencias 
que provienen de la acción consistente en obligar a una persona a mantener contacto 
sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras interacciones sexuales mediante el uso de 
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fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier otro 
mecanismo que anule o limite la voluntad personal. Igualmente, se considerará daño o 
sufrimiento sexual el hecho de que la persona agresora obligue a la agredida a realizar alguno 
de estos actos con terceras personas”. Sin embargo, esta ley no ha sido incorporada al 
Código Penal, lo que limita su eficacia para proporcionar un remedio en aplicación de la 
legislación penal a las mujeres y niñas que han sido sometidas a violación y a violencia 
sexual. 

 Según el artículo 212 del Código Penal, el “acceso carnal” se define como “la 
penetración del miembro viril por vía anal, vaginal u oral, así como la penetración vaginal o 
anal de cualquier otra parte del cuerpo humano u otro objeto”. Esta definición es casi la 
misma que la empleada en los Elementos de los Crímenes del Estatuto de Roma. Dicha 
definición es progresista, pues puede utilizarse para enjuiciar crímenes de violación 
perpetrados contra niños y hombres, además de contra mujeres y niñas. Sin embargo, para 
que sea totalmente coherente con la norma de los Elementos de los Crímenes, debería 
modificarse para incluir la frase “penetración, por insignificante que fuera”.63  

LA PROTECCIÓN DE SOBREVIVIENTES Y TESTIGOS EN EL CÓDIGO DE PROCECIMIENTO PENAL  
Los ataques contra la integridad y la reputación de las víctimas y testigos mediante el uso de 
su historial sexual como prueba o de interrogatorios agresivos a cargo de abogados defensores 
o procesados, o las amenazas contra su seguridad derivadas de la publicación de su 
identidad, causan una victimización secundaria a las sobrevivientes. También disuaden a 
otros testigos de presentarse. 

En 2005, el sistema penal acusatorio, introducido por medio de la Ley 906 de 2004, 
empezó a sustituir al sistema inquisitivo habitual en muchos países del continente 
americano. El nuevo sistema está concebido para acelerar el sistema de justicia colombiano, 
tradicionalmente lento. Aunque tiene sus ventajas, en ciertos aspectos este nuevo sistema 
está teniendo un impacto negativo en las sobrevivientes de la violencia sexual: 

 Puesto que todas las audiencias previstas en el sistema acusatorio son públicas, las 
sobrevivientes se ven obligadas a prestar testimonio oral público, a menudo varias veces y 
delante del presunto perpetrador. La Ley 1257 de 2008, que modifica la Ley 906, establece 
que en casos de violencia sexual, el juez, a petición de cualquiera de las partes, puede 
celebrar la audiencia a puerta cerrada. El juez también puede ordenar que se oculten la 
identidad de las víctimas y sus datos personales. Sin embargo, estas garantías de anonimato 
no siempre se han aplicado de forma efectiva. 

 Las pruebas físicas tienen más peso que las pruebas psicológicas o que el testimonio de 
sobrevivientes y testigos. Esto ha hecho que, en muchos casos, los fiscales cierren 
actuaciones judiciales por falta de pruebas. 

La modificación del marco legal de Colombia para que refleje las normas vigentes del 
derecho internacional penal, lo que también incluiría investigar y enjuiciar los crímenes de 
violencia sexual relacionados con el conflicto como crímenes de guerra o crímenes de lesa 
humanidad, sería un paso importante y necesario para combatir la impunidad. Sin embargo, 
estos cambios al marco legal serán meramente formales si el gobierno no combate 
efectivamente algunos de los obstáculos endémicos y prácticos para la justicia señalados en 
este informe. 
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4. EL PROCESO DE JUSTICIA Y PAZ  
El proceso de Justicia y Paz, iniciado en 2005, es un excelente ejemplo del incumplimiento 
por el Estado colombiano de las normas internacionales sobre el derecho de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación. El proceso continúa fallando a innumerables víctimas de 
violaciones de derechos humanos, incluidas víctimas de crímenes de violencia sexual 
relacionada con el conflicto. 

Esta política de “justicia restitutiva” fue creada por la Ley 975, conocida como Ley de 
Justicia y Paz. Según esta ley, cerca del 10 por ciento de los más de 30.000 paramilitares 
que supuestamente se desmovilizaron en un proceso patrocinado por el gobierno que 
comenzó en 2003 pueden ser condenados a penas de prisión significativamente reducidas a 
cambio de deponer las armas, confesar violaciones de derechos humanos y devolver tierras y 
bienes robados. En teoría, los miembros de grupos guerrilleros también pueden beneficiarse 
de sus disposiciones, pero pocos lo han hecho. 

El proceso de Justicia y Paz adolece de graves defectos estructurales y de otra índole: 

 Sigue suscitando serias dudas la eficacia del proceso de desmovilización en sí. 
Supuestamente hizo que decenas de miles de combatientes de primera línea depusieran las 
armas, pero dejó intactas las extensas y poderosas estructuras políticas y económicas creadas 
durante décadas por los paramilitares y sus aliados en empresas, el ámbito político y el 
ejército. Esto explica en parte por qué muchos grupos paramilitares siguen actuando, si bien 
con nuevos nombres, y por qué sólo la investigación de la Corte Suprema realizada años 
después sobre los lazos ilegales entre miembros del Congreso y grupos paramilitares sacó a la 
luz la escala de la connivencia oficial con estos grupos. También hay dudas crecientes sobre 
la veracidad de algunas de las desmovilizaciones. Por ejemplo, como denunció Amnistía 
Internacional en 2005, algunos jefes paramilitares afirman que muchos de los 
presuntamente desmovilizados del Bloque Cacique Nutibara en Medellín en 2003 no eran 
paramilitares, sino delincuentes comunes que querían limpiar sus antecedentes penales.64 

 El proceso excluye a casi el 90 por ciento de los paramilitares, muchos de los cuales 
cometieron violaciones graves de derechos humanos. Estos paramilitares no fueron objeto de 
investigaciones judiciales sobre su posible papel, y el de los funcionarios el Estado, en los 
abusos cometidos, y recibieron amnistías de facto del gobierno Uribe. Sin embargo, en 
noviembre de 2010, la Corte Constitucional rechazó una ley, promulgada en 2009, que 
habría confirmado estas amnistías. Como respuesta, en diciembre de 2010, el Congreso 
promulgó otra ley, respaldada por el gobierno Santos, que concederá de nuevo amnistías de 
facto a la mayoría de estos paramilitares a cambio de que firmen lo que se conoce como 
Acuerdo de Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación.65 

 La mayoría de los más de 3.000 paramilitares que están inscritos en el proceso de 
Justicia y Paz no participa activamente en él; sólo alrededor de un tercio ha confirmado 
dicha participación. Muchos paramilitares inscritos en el proceso ni siquiera están detenidos 
y muchos de ellos están en paradero desconocido. 
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 Casi seis años después del comienzo del proceso de Justicia y Paz, y a pesar del 
aumento en los últimos años del número de fiscales en la Unidad de Justicia y Paz de la 
Fiscalía General de la Nación, responsables de investigar a la minoría de paramilitares que 
están participando en el proceso, sólo alrededor de la mitad de los que participan (el 4,5% 
del total que supuestamente se ha desmovilizado) han dado “versiones libres” (declaraciones 
voluntarias); es decir, ha “confesado”. Cuando se redacta este informe, sólo tres 
paramilitares habían sido declarados culpables en aplicación de la Ley de Justicia y Paz. 

 En 2008, más de una docena de jefes paramilitares que estaban en el proceso de 
Justicia y Paz fueron extraditados a Estados Unidos para ser juzgados por cargos relacionados 
con las drogas. Todos eran presuntos responsables de torturas, desaparición forzada y 
homicidio de civiles, y del desplazamiento forzado de decenas de miles de personas. La 
extradición de estos jefes podría ir en detrimento de las investigaciones que está realizando 
el sistema de justicia civil en Colombia, por la dificultad de acceder a estos paramilitares y 
porque muchos de los paramilitares extraditados se niegan a colaborar. Como resultado, en 
2010 la Corte Suprema se negó a extraditar a varios jefes paramilitares a Estados Unidos por 
temor a que esto menoscabara el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación. 

 Aunque se han inscrito en el proceso de Justicia y Paz más de 300.000 víctimas, y que 
60.000 han participado en el proceso de “versiones libres”, siguen existiendo graves 
obstáculos para la participación activa de las víctimas en el proceso. Muchas víctimas se han 
quejado de falta de información, la asistencia inadecuada de las autoridades estatales; la 
protección inefectiva o inexistente a las víctimas y sus familias, pese a la creación de un 
programa de protección física concreto para las víctimas que participan en el proceso; la 
lentitud del proceso; la falta de respeto hacia las víctimas e incluso su revictimización por 
parte de funcionarios del Estado, y el escaso uso de los medios de comunicación y de otros 
mecanismos para difundir información sobre próximas “versiones libres”. 

LAS SOBREVIVIENTES DE VIOLENCIA SEXUAL, DEFRAUDADAS 
Cerca del 90% de las decenas de miles de paramilitares que supuestamente se 
desmovilizaron nunca fueron investigados por violaciones de derechos humanos y, por tanto, 
pudieron volver libremente a sus comunidades. Como consecuencia, muchos sobrevivientes 
de violaciones de derechos humanos, incluida la violencia sexual, se han mostrado reacios a 
denunciar casos a la Unidad de Justicia y Paz. Hay muchos casos en que las sobrevivientes 
han sido amenazadas por sus agresores, que habían vuelto a vivir en el barrio local tras su 
desmovilización. La pena máxima de ocho años prevista en el proceso de Justicia y Paz 
también ha servido para disuadir de denunciar la violencia sexual, pues las mujeres temen 
que el perpetrador pueda estar pronto de regreso en la comunidad. 

La infiltración que están realizando los grupos paramilitares en ciertos sectores del aparato 
del Estado, especialmente en las regiones, y la connivencia que sigue existiendo entre estos 
grupos y algunos miembros de las fuerzas de seguridad, hacen que invariablemente algunos 
de los paramilitares que regresaron a sus casas o que siguen actuando en otras partes del 
país sigan teniendo cargos de poder. Por tanto, están en condiciones de seguir 
menoscabando los derechos de las mujeres a no sufrir violencia y a la justicia. 
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El hecho de que no se investiguen los crímenes de violencia sexual en el proceso de Justicia 
y Paz se ha visto exacerbado por la inexistencia de una estrategia institucional efectiva para 
investigar la violencia sexual. Uno de los puntos débiles más graves del proceso de Justicia y 
Paz es que los fiscales generalmente sólo investigan casos en los que ya han confesado 
paramilitares, lo que resulta problemático, pues los paramilitares no confiesan crímenes de 
violencia sexual. 

Aunque las ventajas judiciales dependen de que los combatientes paramilitares confiesen 
sus crímenes, la redacción de la Ley de Justicia y Paz no es lo suficientemente inequívoca, 
por lo que los combatientes podrían seguir obteniendo ventajas judiciales incluso si no hacen 
una confesión completa. Los paramilitares no suelen ser sometidos a un proceso exhaustivo 
de contrainterrogatorio y, por tanto, es difícil determinar si un procesado ha hecho una 
confesión completa o totalmente sincera. El gran volumen de trabajo de los fiscales hace que 
las declaraciones de los paramilitares suelan aceptarse sin más. Los fiscales tienden a no 
interrogar a los paramilitares sobre prácticas como la prostitución forzada y la esclavitud 
sexual que eran, y siguen siendo, habituales en las zonas del país controladas por los 
paramilitares. Los fiscales también tienden a no preguntar si se cometieron crímenes de 
violencia sexual cuando se estaban cometiendo crímenes relacionados a menudo con la 
violencia sexual, como masacres, desplazamientos forzados u homicidios selectivos. 

Aunque las violaciones de derechos humanos presuntamente cometidas por paramilitares son 
investigadas por la Unidad de Justicia y Paz, las supuestas violaciones cometidas por 
miembros de las fuerzas de seguridad son jurisdicción de otras unidades de la Fiscalía 
General de la Nación, como la Unidad de Derechos Humanos, e incluso son investigadas 
muchas veces por el sistema de justicia militar, pese al hecho de que, constitucionalmente, 
estos casos deben ser excluidos de la jurisdicción militar. Por tanto, en los casos de violencia 
sexual donde hay implicados paramilitares y miembros de las fuerzas de seguridad no existen 
garantías de que las diferentes unidades compartirán la información. Como consecuencia de 
ello, las investigaciones son a menudo defectuosas y parciales. 

Aunque en el proceso de Justicia y Paz la identidad de las víctimas está presuntamente 
protegida, algunas sobrevivientes de actos de violencia sexual cometidos por paramilitares se 
han visto obligadas, al hacer sus declaraciones voluntarias, a prestar testimonio delante de 
sus agresores o de miembros de la comunidad. En otros casos, los fiscales de la unidad han 
visitado comunidades rurales pidiendo información sobre posibles víctimas de abusos 
sexuales, o han visitado a sobrevivientes en sus propios domicilios, en zonas donde hay una 
presencia paramilitar manifiesta. 

LA PROTECCIÓN DE VÍCTIMAS Y TESTIGOS 
Tras el homicidio en 2007 de varias líderes que participaban en el proceso de Justicia y Paz, 
incluidas Yolanda Izquierdo y Carmen Cecilia Santana Romaña,66 la Iniciativa de las Mujeres 
Colombianas por la Paz (IMP), que presta apoyo a víctimas de violencia sexual relacionada 
con el conflicto, presentaron una acción de tutela ante los tribunales en la que pidieron al 
gobierno que diera protección a las líderes de la organización y a las mujeres a quienes 
prestaban apoyo y asistencia en el proceso de Justicia y Paz. Mientras los tribunales 
deliberaban, el gobierno promulgó el Decreto 3570 de 18 de septiembre de 2007, por el que 
creó el Programa de Protección para Víctimas y Testigos de la Ley 975 (véase el capítulo 3). 
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Finalmente, en mayo de 2008, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia T-496, 
resolvió a favor de IMP.  

La sentencia de la Corte Constitucional fue cáustica en sus críticas al programa de 
protección del gobierno. Concluyó que el programa no respetaba los derechos fundamentales 
de las mujeres víctimas. En concreto, la Corte afirmó que el programa no era lo bastante 
específico al no tener en cuenta el género, la edad y la salud de la víctima. También dijo que 
el programa era demasiado lento porque carecía de autonomía y los ofrecimientos de 
protección debían ser autorizados por numerosas instituciones del Estado, como la Fiscalía 
General de la Nación, el Ministerio de Interior, la policía y el Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS). También criticó la falta de formación de quienes aplicaban el programa, la 
inexistencia de una estrategia integrada, la ausencia de mecanismos de evaluación y 
supervisión, y que no mantuviera informadas a las personas incluidas en el programa. La 
Corte reiteró asimismo su opinión de que las mujeres víctimas del conflicto afrontan un 
riesgo desproporcionado y que el Estado tenía la obligación de adoptar un enfoque 
diferenciado hacia su protección. La Corte dio al gobierno un plazo de seis meses para 
modificar el programa de protección. El gobierno no replanteó el programa, al menos en la 
ley, hasta mayo de 2010, cuando promulgó el Decreto 1737, que reformaba el programa 
mediante la adopción de un enfoque diferencial de género. Sin embargo, no se han 
implementado aún procedimientos y criterios específicos para garantizar a las víctimas de la 
violencia sexual el acceso a estos programas, por lo que las reformas se han traducido en 
pocos beneficios reales para las sobrevivientes de la violencia sexual. 

Las medidas prácticas destinadas a proteger a testigos y víctimas sólo pueden ser efectivas si 
los autores son detenidos, investigados y enjuiciados. Si el Estado no adquiere este 
compromiso básico con el Estado de derecho, los programas de protección de testigos 
seguirán siendo inefectivos. Una vez denunciados los crímenes, la prevención efectiva de 
nuevos crímenes requiere programas de protección de testigos, tanto para proteger a las 
víctimas y a los testigos de nuevos actos de violencia como para dejar claro a los autores que 
sus actos serán investigados y enjuiciados. Ambos procesos —investigación y 
enjuiciamiento—, y la protección de los testigos, han de aplicarse de forma coherente. 
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5. CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES 
 

MARI 
“Yo hice tan buen trabajo de bloquearme. Me acordaba el sitio, me acordaba de las personas pero no me 
acordaba las fechas y entonces cuando me acordé de la fecha fui a denunciar. Cuando fui a denunciar, fui a 
la Fiscalía. Yo le dije que iba a denunciar un caso de mi violación, de víctima de violencia sexual. [Y me 
dijeron] ‘¿Otra? ¿Otra violada?’ Sólo fue en decirme eso, que yo me quedé como paralizada, me paré y le dije: 
‘Gracias, otro día vuelvo’. Le dije: ‘Ya no quiero’. Esa palabra me bloqueó de nuevo, me hizo sentir todo lo que 
yo no quiero pasar como ha pasado antes, el maltrato haciéndome sentir que yo era la culpable.  

Soy desplazada, soy una violada amenazada, he perdido un hijo, ¿qué me van a decir? Yo me paré, volví a 
sentarme en la sala de espera. Porque eso es lo que me van a decir: ‘¿Usted por qué no lo dije cuando le 
pasó?’. Yo no quiero pasar por eso, ya pasé por muchas cosas para pasar por eso. Es que víctimas de 
violencia sexual somos muchas, y por situación de desplazamiento por los grupos armados, muchas. No hay 
una entidad del gobierno que diga: ‘Le vamos a atender sin necesidad de denunciar’. ¿Qué pruebas voy a dar? 
Si hacen tantos años que pasó esto. Si había una prueba, ya no la iba a ver. 

No importa que lo denunciamos, por eso es que no he denunciado, y muchas de mis compañeras dicen que 
para qué. ¿Qué sacamos con denunciar si no va a haber solución, ni van a condenar? ¿Para qué? Dañan la 
familia, lastiman la familia de uno. En el caso de mi compañera es la sociedad que está diciéndole a la niña 
‘hija de la violada’. Lastiman a nuestros hijos cuando eso lo sabe la sociedad, nos discriminan y 
prácticamente nos llevan como culpables. La sociedad cree que la culpable fue la mujer. 

El gobierno, ¿qué está haciendo? [Necesitamos] una entidad que no diga que yo tengo que denunciar, 
simplemente que esté el psicólogo para atenderla, que si yo quiero denunciar, listo [...]. Hay mujeres que no 
quieren un proceso legal, simplemente necesitan un apoyo psicológico porque estamos destruidas emocional, 
psicológica y personalmente, porque en la realización de nuestra vida íntima, desconfío en todo el mundo.  

Tenemos compañeras que no quieren denunciar porque han tenido el bebé; de esta violación quedó un bebe. 
Entonces, ¿cómo hacerle vivir todo un proceso donde van a estar involucrados [los] que [resultaron] de esta 
violación? Mire este proceso qué sería. Yo, por lo menos, veo a la Fiscalía como alguien hostil que me va a 
hacer sentir mal a mí y a mis hijos, que me va a hacer sentir culpable. Entonces, voy y denuncio y me hace 
sentir culpable. 

[Y uno se siente] desprotegida porque en cualquier momento pueden ir a secuestrarle el niño, porque como es 
hijo de él. Entonces [ella] ya se vuelve un objetivo militar. Cuando la quiere localizar, utiliza todas sus 
medidas como un grupo [armado]. Entonces ella tiene riesgo. ¿Quién sabe o quién ha averiguado de la 
Fiscalía dónde está? A mí me parece que los casos como estos [las autoridades] deben hacer un seguimiento y 
saber cómo está la persona, cómo está económica, psicológicamente, su familia cómo está, cómo van sus 
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hijos. ¿Tienen riesgo? ¿Dónde están al menos los victimarios? ¿Qué están haciendo? ¿Están cerca o no están 
cerca? Había que ver una protección y seguimiento del caso. 

De alguna manera, la sociedad no [ve] esto como delito. Para mí, [hasta] el día en que en Colombia se declara 
que el abuso sexual es delito de lesa humanidad y es condenable no cambiará la sociedad […]. Ese 
pensamiento sólo se va a cambiar tratando mucho al tema, diciendo que tenemos que mostrar la 
problemática, porque muchas mujeres creen que uno se lo busca. Hay que decirles: ‘No es así’. Mostrar el 
problema que el hombre cree que puede hacerlo y que aquí no pasa nada […]. Aquí se piensa que el hombre 
puede hacer lo que quiere cuando quiere. Como mostrar todo esto porque es que en nuestra cultura esto se 
volvió tan normal.” 

Mari (no es su nombre real), sobreviviente de la violencia sexual, febrero de 2011 

Mari, líder comunitaria del departamento de Valle del Cauca que fue violada por 
paramilitares en 2001, describe vívidamente las dificultades que afrontan las sobrevivientes 
al denunciar crímenes de violencia sexual en el contexto del conflicto. El hijo de Mari fue 
asesinado en 2009 y ella se vio obligada a huir de su casa en diciembre de 2010 tras una 
campaña de amenazas e intimidación. Pese a su profundo deseo de justicia y al apoyo de un 
grupo comunitario y de una organización de mujeres, Mari se sintió incapaz de denunciar la 
violencia sexual que había sufrido. Los obstáculos para cualquier persona en una situación 
más aislada o vulnerable son tanto más desalentadores. De hecho, en muchos casos resultan 
insuperables. 

Las sobrevivientes de crímenes de violencia sexual tienen derecho a la verdad, la justicia y a 
una reparación completa. El Estado tiene la obligación, en virtud del derecho internacional, 
de adoptar medidas efectivas para prevenir y erradicar la violencia sexual, facilitar servicios a 
las sobrevivientes e investigar a los autores y hacer que comparezcan ante la justicia. No 
obstante, a pesar de incontables iniciativas, leyes, políticas, mecanismos, decretos y 
protocolos, el Estado colombiano sigue sin proteger a las sobrevivientes efectivamente y sin 
garantizar que se respeta plenamente su derecho a la verdad, la justicia y a la reparación. 
Esta inacción endémica se debe en gran medida a la falta de voluntad política de los 
sucesivos gobiernos de abordar las numerosas causas de la impunidad por violaciones de 
derechos humanos, especialmente de la violencia sexual, puestas de relieve en este informe. 

En los últimos años ha habido algunos avances limitados en la comparecencia ante la justicia 
de los responsables de violaciones de derechos humanos en un pequeño número de casos 
destacados. Sin embargo, no cabe decir lo mismo de los casos de violencia sexual cometidos 
en el contexto del conflicto. 

Como reconoció la Corte Constitucional en su histórico auto de 2008 sobre mujeres y 
desplazamiento, la violencia sexual contra mujeres y niñas en el contexto del conflicto 
armado de Colombia es generalizada y sistemática. Por tanto, según el derecho internacional, 
estos actos pueden constituir crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad o ambos, y 
deben ser investigados y enjuiciados por el sistema de justicia colombiano como tales. 

No obstante, la mayoría de los perpetradores de abusos contra los derechos humanos y 
violaciones del derecho internacional humanitario no responden de sus actos ante la justicia. 
Y donde esta inacción a la hora de garantizar justicia queda más patente es en los casos de 
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violencia sexual, el crimen más invisible. Las mujeres rara vez denuncian estos crímenes, y 
cuando lo hacen, las autoridades suelen intentar persuadirlas para que no sigan adelante con 
su queja. Las sobrevivientes son tratadas a menudo con desconfianza y menospreciadas 
como mentirosas o “prostitutas”. Incluso cuando una mujer encuentra la fuerza para 
presentar una queja, ésta rara vez es investigada, y las posibilidades de que el perpetrador 
sea declarado culpable son insignificantes, sobre todo si es un soldado, un paramilitar o un 
guerrillero. Cada paso del proceso parece concebido para bloquear los intentos de las 
sobrevivientes de alcanzar la verdad, la justicia y la reparación. 

Al mismo tiempo que confesaban ser autores de miles de homicidios y desapariciones 
forzadas, los paramilitares que participan en el proceso de Justicia y Paz han guardado 
silencio sobre sus crímenes sexuales. Lo que es crucial es que gran parte de la verdad 
limitada que ha surgido lo ha hecho no como resultado directo de confesiones de 
paramilitares en el proceso de Justicia y Paz, sino gracias a las investigaciones que han 
realizado por su cuenta la Corte Suprema de Justicia, la Unidad de Derechos Humanos de la 
Fiscalía General de la Nación, los defensores y defensoras de derechos humanos y los 
periodistas. 

Por lo menos los sobrevivientes de abusos contra los derechos humanos y violaciones del 
derecho internacional humanitario cometidos por grupos guerrilleros, las fuerzas de seguridad 
y los paramilitares antes de la desmovilización han sido ya reconocidos, en cierta medida, por 
el Estado colombiano como víctimas del conflicto armado, y por tanto tienen acceso a un 
apoyo estatal limitado. En cambio, las víctimas de los paramilitares “postdesmovilización” 
(Bacrim) no han recibido siquiera este reconocimiento limitado de sus experiencias, 
condición y derechos. Por tanto, se les están negando sus derechos a la protección y a la 
reparación, o a la asistencia del Estado si han sido desplazadas por estos grupos. Cualquier 
esfuerzo serio para garantizar justicia por las injusticias padecidas, tanto pasadas como 
actuales, debe implicar a todas las víctimas del conflicto, con independencia de quién sea el 
autor. 

Tras la publicación del informe de Amnistía Internacional sobre la violencia sexual en el 
conflicto, en 2004, las autoridades colombianas han adoptado algunas medidas para abordar 
algunos de los arraigados problemas asociados a la denuncia y el enjuiciamiento de la 
violencia sexual. Además, la histórica resolución de la Corte Constitucional de 2008 ha 
contribuido a que la cuestión sea más visible y ha dado valor a muchas mujeres para alzarse 
por sus derechos. Pero en la práctica, ha habido pocas mejoras concretas en las experiencias 
de las sobrevivientes de crímenes de violencia sexual cuando buscan verdad, justicia y 
reparación. Pocas recomendaciones de Amnistía Internacional de 2004 han sido aplicadas 
efectivamente, sea por las autoridades estatales o por los grupos guerrilleros. En resumen, 
siguen cometiéndose numerosos crímenes de violencia sexual en el contexto del conflicto, los 
obstáculos para denunciarlos siguen siendo abrumadores y a menudo insuperables, y las 
autoridades siguen sin enjuiciar a los autores o sin ofrecer un apoyo, asistencia y protección 
efectivos y adecuados a las sobrevivientes.  

No cabe duda de que el conflicto armado ha exacerbado el problema de la violencia sexual y 
ha contribuido a la impunidad. Sin embargo, los gobiernos no pueden justificar su inacción 
con la continuación de las hostilidades. Lo que es evidente, sin embargo, es que para 
combatir los crímenes de violencia sexual relacionados con el conflicto de un modo efectivo y 
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acabar con los vergonzosos niveles de impunidad, el Estado ha de abordar tanto las 
consecuencias del conflicto armado para los derechos humanos como los factores específicos 
que garantizan que la violencia sexual siga estando tan extendida y siga sin ser castigada. 

Para combatir la impunidad efectivamente, no sólo en los casos de crímenes sexuales 
relacionados con el conflicto, sino en todos los casos de abusos contra los derechos humanos 
y violaciones del derecho internacional humanitario, el gobierno debe modificar el marco 
legal colombiano para que sea coherente con el derecho internacional. También debe 
garantizar que las medidas existentes y cualquier medida futura para combatir la impunidad, 
incluso por los crímenes de violencia sexual, se aplican efectivamente. 

Los sucesivos gobiernos colombianos han promulgado y dictado numerosas leyes, políticas y 
programas, así como numerosas directivas y protocolos para abordar la impunidad en casos 
de violencia sexual en el contexto del conflicto armado interno, y para mejorar la atención y 
rehabilitación de las sobrevivientes. Si se aplicaran efectivamente, lo que evidentemente no 
ha ocurrido hasta la fecha, tales medidas harían una importante contribución a la lucha 
contra la impunidad. 

Para abordar la no aplicación de las leyes en la práctica, el gobierno debe garantizar en 
primer lugar que todas las leyes y mecanismos destinados a combatir la violación y la 
violencia sexual, así como la impunidad que caracteriza desde hace mucho estos crímenes, 
se financian, controlan, evalúan y supervisan adecuadamente. Además, las organizaciones de 
derechos de las mujeres y las sobrevivientes de violación y de la violencia sexual deben 
participar plenamente en la elaboración y puesta en práctica de dichas medidas. 

Para hacer frente a la impunidad efectivamente, el gobierno ha de garantizar que existen 
mecanismos efectivos que protegen a quienes están en primera línea de la lucha por la 
justicia, incluidos defensores y defensoras de derechos humanos, abogados, jueces, fiscales, 
testigos y los propios sobrevivientes. También ha de abordar las causas por las que no se 
suelen denunciar muchos crímenes sexuales, así como los mecanismos legales que desde 
hace tiempo protegen a los perpetradores de crímenes de derecho internacional, como el 
sistema de justicia militar y la Ley de Justicia y Paz. Debe abordar cuestiones como la 
igualdad y el empoderamiento de las mujeres y el estereotipo discriminatorio que aplican a 
las sobrevivientes de la violencia sexual tanto los funcionarios del Estado como la sociedad 
en general. Y debe garantizar que existen servicios gratuitos para atender y rehabilitar a las 
sobrevivientes, y que son accesibles. 

RECOMENDACIONES AL GOBIERNO COLOMBIANO 

Sobre la igualdad y el empoderamiento de la mujer 

Desarrollo de una estrategia integral de género 
 Todas las actividades para afrontar la violencia contra las mujeres, incluida la tortura, 

deben estar basadas e integradas en una estrategia integral de género destinada a abordar y 
transformar la desigualdad que sufren mujeres y niñas y que es uno de los principales 
factores causales de los crímenes de violencia sexual. 
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 Este plan nacional de acción debe elaborarse en estrecha colaboración con las 
organizaciones de mujeres y las sobrevivientes, y su alcance ha de ser general e 
interdisciplinario, abordando todas las facetas de la acción estatal. 

 La situación de las mujeres y las niñas en las zonas rurales, y la de las mujeres y niñas 
desplazadas internas, deben recibir atención especial, al igual que la situación de las 
mujeres y niñas indígenas y afrodescendientes y la de quienes viven en la pobreza. Además, 
las miembros de estos grupos deben participar en el proceso de toma de decisiones sobre 
cómo abordar sus situaciones concretas. 

 La implementación del plan de acción debe recibir los recursos adecuados, contar con 
parámetros de referencia para hacer un seguimiento de su eficacia, y evaluarse 
periódicamente. La responsabilidad política de la implementación debe recaer en un ministro 
principal del gobierno que pueda garantizar una implementación efectiva en los diferentes 
departamentos gubernamentales. 

Implementación de un proceso nacional de recogida de datos 
 Debe implementarse un proceso nacional de recogida de datos sobre todas las formas de 

violencia contra las mujeres (relacionadas o no con el conflicto) para mejorar el conocimiento 
del alcance del problema, de modo que la planificación de servicios y otras reformas esté 
firmemente basada en datos, y para garantizar que se pueden abordar holísticamente los 
factores causales interrelacionados, como el conflicto armado y los estereotipos sobre los 
papeles adecuados para mujeres y niñas. 

 Las organizaciones pro derechos de las mujeres deben participar en la elaboración de 
cuestionarios y del método de divulgación para garantizar que las mujeres y las niñas 
participan en la recogida de datos con la confianza de que recibirán un trato respetuoso, de 
que la información recabada recibirá un tratamiento confidencial y se utilizará para fines 
éticos, y de que no se las pondrá de nuevo en peligro. 

 Se deberán respetar las normas éticas y profesionales sobre confidencialidad, seguridad 
de informadores y seguridad de los datos, y se deberá ver que se hacen cumplir. 

 Una vez evaluado el alcance de la incidencia de la violencia sexual, hace falta un 
sistema de recogida de información fiable sobre crímenes de violencia sexual y crímenes 
basados en el género, y todos los demás crímenes de violencia contra mujeres y niñas, 
relacionados o no con el conflicto. 

 Las encuestas para recabar datos deberán incluir preguntas sobre la edad, identidad de 
género, orientación sexual y origen étnico de las personas encuestadas; responder a estas 
preguntas deberá ser optativo. También deberán indicarse el lugar donde se cometió el 
ataque y la identidad y condición del autor (es decir, si es civil o combatiente). 

Acabar con los estereotipos discriminatorios 
 Adoptar medidas concretas y efectivas para combatir los estereotipos discriminatorios, 

por ejemplo, mediante campañas de información pública y la reforma de los programas de 
estudios en las escuelas, para dejar claro que la violencia basada en el género, se cometa o 
no en el contexto del conflicto armado, es inaceptable e ilegal, y que las víctimas de la 
violencia basada en el género tienen derecho a ser tratadas con dignidad. Esto reconocería 
que las partes del conflicto vienen empleando la violencia sexual como parte de una 
estrategia militar deliberada y que el conflicto ha exacerbado la violencia sexual. 
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Sobre la protección de las defensoras de derechos humanos y las sobrevivientes de la violencia 
sexual 

 Adoptar un enfoque diferencial en los programas de protección para testigos y víctimas 
mediante la eliminación efectiva de los obstáculos que afrontan las mujeres que intentan 
acceder a estos programas. 

 Garantizar que a las sobrevivientes que deciden no formular una denuncia oficial se les 
ofrece el mismo nivel de protección que a las mujeres que sí lo hacen. La “participación 
procesal eficaz” de la mujer en una investigación penal no debe ser un requisito para 
acceder a ninguno de los programas de protección del Estado. 

 Cumplir lo dispuesto en la Sentencia T-496 de 2008 de la Corte Constitucional, sobre el 
programa de protección de Justicia y Paz para víctimas y testigos. Dicha resolución pide a las 
autoridades que garanticen la disponibilidad de mujeres funcionarias, la incorporación en el 
proceso de evaluación del riesgo de psicólogos y/o de otros profesionales que puedan evaluar 
los factores físicos y psicológicos que afectan a las víctimas amenazadas, garantizar que 
todas las medidas de protección son adecuadas, eliminar obstáculos para acceder a la 
justicia, e implantar sanciones para los funcionarios que no cumplan estos requisitos. 

 Cumplir con lo dispuesto en el Auto 092 de la Corte Constitucional, que pide a las 
autoridades la creación de un programa de protección física especial para mujeres líderes y 
que consulten con las mujeres y sus organizaciones la mejor forma de implementarlo. 

Sobre la investigación y el enjuiciamiento de la violencia sexual 
 Cumplir la recomendación formulada por la relatora especial sobre la violencia contra la 

mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, de que el fiscal general nombre a un 
asesor jurídico de alto nivel sobre la violencia sexual y motivada por el género. 

 Garantizar que las investigaciones sobre violencia sexual que realizan las diversas 
unidades y seccionales de la Fiscalía General de la Nación están coordinadas y supervisadas 
centralmente por un asesor jurídico de alto nivel sobre violencia sexual y motivada por el 
género. Esta coordinación facilitaría una evaluación de las constantes de los crímenes. 

 Cumplir el Auto 092 de la Corte Constitucional, que pide a la Fiscalía General de la 
Nación la creación de una unidad especializada integrada por tres fiscales que trabajen 
exclusivamente sobre casos de violencia contra las mujeres y que, una vez creada, supervise 
los progresos realizados en estos casos para evaluar si hacen falta más recursos. 

 Garantizar que los fiscales cumplen el principio de que la violación y la violencia sexual 
son crímenes de trascendencia pública y no una queja privada de la víctima, y que cuando 
tengan conocimiento de que se ha cometido un crimen de este tipo, recaiga en las 
autoridades la responsabilidad de investigar el caso y hacer que avance, y no en la víctima. 

 Garantizar que los funcionarios que investigan y enjuician actos de violencia sexual 
siguen programas de formación dotados de los recursos adecuados y de parámetros de 
referencia que se impartan para todo el personal, incluso en las regiones y en las zonas 
rurales, obligatoria y periódicamente. Esta formación deberá poner de relieve la necesidad de 
que se trate con cortesía y consideración a todas las personas que busquen justicia. 
Cuestionar y transformar los estereotipos sobre la violación y la violencia sexual, como el 
estereotipo de que las responsables son las propias mujeres y niñas por ponerse en peligro, 
debe ser un objetivo principal de toda la formación en cuestiones de género. Las personas 
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que investiguen y enjuicien estos crímenes y que no sigan estos protocolos deberán ser 
sancionadas y seguir más cursos de formación. 

 Garantizar que los casos sobre violencia sexual relacionada con el conflicto son 
investigados y enjuiciados por fiscales especializados de la Unidad de Derechos Humanos de 
la Fiscalía General de la Nación en Bogotá si así lo solicitan los abogados que representan a 
las sobrevivientes. 

 Garantizar que la Fiscalía General de la Nación implementa medidas efectivas para 
garantizar la protección de los derechos de las mujeres en los procedimientos penales 
relacionados con la violencia sexual, empleando como guía las Reglas de Procedimiento y 
Prueba de la Corte Penal Internacional. Estas medidas deberán abarcar el proceso de las 
investigaciones penales, las prácticas policiales, las estrategias de la acusación, la protección 
de testigos, la intimidad y confidencialidad, y la protección frente a la victimización 
secundaria durante la investigación y el juicio. 

 Desarrollar un proceso accesible, fiable y permanente de diálogo entre las organizaciones 
de mujeres, la Fiscalía General de la Nación y la Procuraduría General de la Nación para 
hacer avanzar el cumplimiento del Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional sobre 
mujeres y desplazamiento. Además, la Fiscalía General de la Nación deberá facilitar toda la 
información posible a la ONG Mesa de Seguimiento al Auto 092 sobre los avances en los 
casos, de un modo que salvaguarde el derecho de los acusados a un juicio imparcial. 

 Garantizar que la Fiscalía General de la Nación elabora y ejecuta una política destinada 
a garantizar el acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia, e incorpora un 
enfoque de salud física y mental, en cumplimiento de la Sentencia T-045 de 2010 de la 
Corte Constitucional. Esto deberá garantizar que las sobrevivientes tienen acceso a un apoyo 
psicosocial que les permita romper el silencio como primer paso para garantizar el acceso a 
la justicia. Dicha política deberá incluir medidas para garantizar que las sobrevivientes 
disponen de las herramientas necesarias para denunciar el crimen y participar efectivamente 
en el sistema judicial, incluido el acceso a la información sobre sus casos y sobre el 
funcionamiento del sistema judicial. 

 Garantizar que la Fiscalía General de la Nación incluye un componente psicosocial en su 
estrategia de investigación. Los funcionarios judiciales deberán garantizar la 
confidencialidad, intimidad y seguridad de las víctimas y sus familias, teniendo en cuenta los 
vínculos de las mujeres con la familia y la comunidad. Cuando una mujer o niña en peligro 
necesite ocultarse, será trasladada o recibirá medidas de protección; la adecuación de tales 
medidas deberá abordarse exhaustivamente para que sean efectivas para la mujer o niña y su 
familia. Las mujeres y sus familias deberán ser alojadas adecuadamente. Cuando reciban 
protección personas menores de edad, deberá garantizarse su derecho a la educación. 

Sobre la responsabilidad penal individual de los agentes estatales en los casos de violencia 
sexual 

 Garantizar que el Ministerio de Defensa aplica una política efectiva de “tolerancia cero” 
hacia los crímenes de violencia sexual. Cuando se haga una acusación grave, el presunto 
autor deberá ser suspendido de inmediato del servicio activo y retirado de cualquier lugar o 
función en el que pueda interferir en la investigación, incluso intimidando a testigos, 
mientras el sistema de justicia civil realiza una investigación rápida, efectiva, independiente 
e imparcial, con arreglo a las normas internacionales. 



“ESO ES LO QUE NOSOTRAS EXIGIMOS. QUE SE HAGA JUSTICIA.” 
IMPUNIDAD POR ACTOS DE VIOLENCIA SEXUAL COMETIDOS CONTRA MUJERES EN EL CONFLICTO ARMADO DE COLOMBIA 

 

Amnistía Internacional septiembre de 2011  Índice: AMR 23/018/2011 

54 

 Enjuiciar por cargos de perversión de la justicia o corrupción en cargo público a 
cualquier persona de la que se halle que ha propuesto una “conciliación” (oferta de pago a 
cambio de retirar cargos) en casos de violencia sexual contra mujeres y niñas. Aunque según 
la legislación colombiana la “conciliación” en estos casos es ilegal, sigue empleándose como 
forma de presionar a las víctimas o a sus familias para que retiren la denuncia. 

 Garantizar que todos los miembros de las fuerzas de seguridad reciben formación 
específica sobre la prohibición absoluta de la tortura, incluidas la violación y la violencia 
sexual. Todas las normas disciplinarias deberán reflejar esta prohibición. Dichas normas 
disciplinarias, procedimientos y formación deberán reflejar el derecho internacional penal, 
que tipifica el contacto sexual con mujeres y niñas civiles en circunstancias de coacción 
como violación y tortura. 

 Dados los frecuentes informes sobre miembros de las fuerzas de seguridad que 
coaccionan o fuerzan a mujeres y niñas a tener relaciones sexuales, sea como “novias” o 
como “prostitutas”, garantizar que los jefes militares están atentos a la conducta de las 
personas que tienen bajo su autoridad, cuando estén de servicio y también fuera de él. 
Cuando se sospeche que se ha empleado la fuerza o la coacción, y haya suficientes pruebas 
admisibles, deberán iniciarse investigaciones y enjuiciamientos por crímenes de violencia 
sexual. 

Sobre la atención y la rehabilitación de sobrevivientes de la violencia sexual 
 Garantizar el acceso gratuito y oportuno a asesoramiento, información, pruebas y 

tratamiento para las enfermedades de transmisión sexual, VIH/sida, así como anticoncepción 
de emergencia, sobre todo para mujeres que viven fuera de ciudades y poblaciones grandes. 
Cuando lo recomiende un médico, se deberán facilitar gratuitamente fármacos profilácticos 
postexposición en las 72 horas posteriores a la violación para prevenir una posible infección 
de VIH. Las sobrevivientes de violación deberán tener asimismo acceso efectivo a abortos 
gratuitos en caso de embarazo no deseado. 

 Garantizar el acceso a servicios fiables y adecuados que puedan prestar a las víctimas 
asistencia médica y psicológica de calidad, así como apoyo social para su rehabilitación y 
reintegración, especialmente en las regiones y zonas rurales. 

 Impartir programas de formación efectivos para el personal que trabaja en el sistema de 
salud pública sobre cómo facilitar servicios médicos de calidad a víctimas de la violencia 
sexual. 

 Garantizar que las organizaciones que trabajan sobre la violencia sexual participan en la 
elaboración de programas, servicios, políticas y herramientas de gestión, y en la supervisión y 
evaluación de medidas gubernamentales destinadas a cubrir las necesidades de las 
sobrevivientes. 

 Garantizar que el Ministerio de Protección Social elabora y aplica una estrategia para la 
salud psicosocial destinada a ayudar a las víctimas del conflicto, tal como ordena la 
Sentencia T-045 de 2010 de la Corte Constitucional. Esta estrategia ha de tener un enfoque 
de género y prestar especial atención a las mujeres y niñas sometidas a violencia basada en 
el género. 
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Sobre la prevención de la estigmatización de las sobrevivientes de la violencia sexual 
 En consulta con las ONG de mujeres y las sobrevivientes de la violencia sexual, 

desarrollar una campaña nacional de concienciación pública para cuestionar y condenar la 
estigmatización de mujeres y niñas sobrevivientes. Además, implementar programas de 
educación dirigidos a la opinión pública y a líderes comunitarios sobre la importancia de no 
estigmatizar a las sobrevivientes. 

Sobre la reparación 
 Implementar un programa de reparación que permita a mujeres y niñas evaluar 

plenamente su derecho a la restitución, la rehabilitación, la indemnización, la satisfacción y 
a las garantías de no repetición. Cumplir las recomendaciones de la relatora especial sobre la 
violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, formuladas en su 
informe de 2010 relativas a la reparación, para transformar las jerarquías de género 
existentes que contribuyen a la violencia basada en el género, como parte del derecho a las 
garantías de no repetición. 

Sobre el derecho internacional y la violencia sexual 
 Retirar la reserva de Colombia al Protocolo Facultativo de la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer para que se pueda 
invocar el proceso de investigación previsto en la Convención sobre violaciones graves y 
sistemáticas. Además, retirar las declaraciones sobre medidas provisionales sobre derechos 
económicos, sociales y culturales, y sobre la despenalización de los delitos contra la vida o la 
integridad de la persona. Estas declaraciones son incompatibles con el objeto y propósito del 
Protocolo Facultativo, que es garantizar la protección efectiva del derecho de la mujer a la 
igualdad y la no discriminación. La primera declaración va en contra del principio de que los 
órganos de vigilancia de los tratados tienen derecho a dictar medidas provisionales para 
evitar un daño irreparable mientras se tramitan los casos. La segunda trata de limitar el 
alcance de las recomendaciones que puede hacer el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, cuando las recomendaciones de un órgano de vigilancia de 
un tratado son interpretaciones autorizadas del fondo legal del tratado. 

 Invitar a la relatora especial sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus 
causas y consecuencias, y al representante del secretario general de la ONU para la infancia 
y los conflictos armados a que organicen una visita a Colombia. 

Sobre motivos de preocupación generales relacionados con la no repetición de violaciones de 
derechos humanos 
El gobierno debe comprometerse públicamente a implementar de forma completa y sin 
dilación las recomendaciones sobre derechos humanos formuladas por la alta comisionada de 
la ONU para los derechos humanos y por otros órganos de la ONU, así como por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. Estas recomendaciones deben compilarse en un 
formato accesible y dentro del plan de acción que se elabore para implementarlas. 

La protección de la población civil 
 Adoptar medidas para mejorar la protección de la población civil, incluidas las personas 

desplazadas internas, con arreglo a las recomendaciones sobre derechos humanos de la ONU 
y del sistema interamericano, así como a los Principios Rectores de los Desplazamientos 
Internos, de la ONU. 
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 Cumplir la obligación de prevenir el desplazamiento de pueblos indígenas, 
comprometerse a hacer respetar los derechos contenidos en la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, y adoptar medidas para prevenir el 
desplazamiento de afrodescendientes, campesinos y otros grupos que viven en zonas de 
conflicto y áreas de importancia militar o económica que tienen una dependencia especial de 
sus tierras. 

 Reconocer que muchos paramilitares que siguen actuando pese al proceso de 
desmovilización en lo que el gobierno denomina “bandas criminales” (Bacrim) son, a todos 
los efectos, partes del conflicto y continúan contando en ocasiones con el apoyo de las 
fuerzas de seguridad. Las víctimas de estos paramilitares deben tener derecho a ser incluidas 
en los programas de protección y reparación que ofrecen las autoridades del Estado a las 
personas a las que clasifica como víctimas del conflicto. 

 Tras la votación en el Congreso en 2010 sobre la Convención Internacional para la 
Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, el gobierno debe 
depositar el instrumento de ratificación, incluido el reconocimiento de la competencia del 
Comité contra la Desaparición Forzada, creado en virtud del artículo 26 de la Convención, 
para recibir y estudiar las comunicaciones presentadas por personas dentro de su jurisdicción 
o en su nombre en las que aleguen ser víctimas de desaparición forzada.  

La protección de los defensores y defensoras de derechos humanos 
 Seguir haciendo hincapié en que los defensores y defensoras de derechos humanos 

tienen derecho a realizar su labor sin sufrir ataques, amenazas ni hostigamiento, y en que 
buscar justicia es un derecho humano. 

 Garantizar que los defensores y defensoras de derechos humanos pueden llevar a cabo 
su labor a favor de estos derechos sin miedo a sufrir represalias o castigos mediante la 
adopción, publicación y aplicación de una política integral sobre el derecho a defender 
derechos. 

 Investigar todos los ataques, amenazas y actos de hostigamiento contra defensores de 
derechos humanos sin dilación y de un modo efectivo, independiente e imparcial y, cuando 
haya pruebas suficientes, hacer que los autores comparezcan ante la justicia. 

 Garantizar que se ofrecen programas de protección efectivos a todos los defensores de 
derechos humanos y líderes en peligro; deberán planificarse y aplicarse medidas de 
protección en consulta real con las personas que van a ser protegidas. 

 Adoptar medidas efectivas para garantizar que todos los funcionarios públicos, incluidos 
los miembros de las fuerzas de seguridad, no sólo permiten que la labor de los defensores de 
derechos humanos continúe sin obstáculos, sino que apoyan su labor por estos derechos 
mediante declaraciones públicas y protección. 

 Garantizar que la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, que 
investiga las violaciones de derechos humanos contra defensores de estos derechos y otros 
activistas, recibe pleno apoyo político y amplios recursos para realizar su labor, incluida 
financiación para formación del personal. 

 Poner fin al abuso del sistema legal para menoscabar la labor de los defensores y de 
otros activistas, y abandonar el enjuiciamiento penal de activistas por cargos espurios. 
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Establecer mecanismos efectivos para impedir reclamaciones frívolas y vejatorias contra 
defensores de derechos humanos. 

 Limpiar los expedientes de los servicios de inteligencia de información falsa de las 
fuerzas de seguridad y de los servicios de inteligencia civiles sobre defensores de derechos 
humanos, sindicalistas y otros activistas, que suele utilizarse como base para iniciar 
actuaciones penales contra ellos. 

Limitación de la jurisdicción del sistema de justicia militar 
 Garantizar que el sistema de justicia militar no reclama la jurisdicción sobre casos de 

derechos humanos en los que hay implicados miembros de las fuerzas de seguridad, y que 
los tribunales militares ceden inmediatamente su jurisdicción sobre todos estos casos al 
sistema de justicia civil. 

 Garantizar que la Fiscalía General de la Nación ordena a todos sus fiscales que actúen 
con arreglo al derecho internacional, que establece que los miembros de las fuerzas de 
seguridad implicados en violaciones de derechos humanos siempre deben ser investigados y, 
cuando haya pruebas fidedignas admisibles, enjuiciados por el sistema de justicia civil. 

Hacer que comparezcan ante la justicia los responsables de crímenes de derecho 
internacional 

 Garantizar que los miembros de las fuerzas de seguridad, funcionarios estatales o 
gubernamentales, políticos o ciudadanos particulares que hayan participado en conductas 
que constituyan complicidad en actos ilegítimos de grupos paramilitares o guerrilleros, así 
como de las fuerzas de seguridad, son investigados efectivamente y, cuando haya pruebas 
admisibles suficientes, enjuiciados en juicios justos ante tribunales civiles. 

 Garantizar que los autores de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra no se 
benefician de medidas legales o administrativas que les eximan del enjuiciamiento penal o 
de la declaración de culpabilidad, ni de leyes de amnistía de facto. 

 Implementar mecanismos para garantizar la colaboración efectiva, como la puesta en 
común de información, entre instituciones judiciales (por ejemplo entre la Fiscalía General 
de la Nación y la Corte Suprema de Justicia) y dentro de la misma institución (por ejemplo, 
entre las Unidades de Derechos Humanos y de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la 
Nación). 

 Garantizar la protección física efectiva a jueces, abogados, fiscales, magistrados y otros 
funcionarios judiciales. Estas medidas deberán acordarse previa consulta con los propios 
destinatarios para asegurar que son adecuadas. 

Sobre la aplicación del Estatuto de Roma y otras normas del derecho internacional penal 
 Colombia debe cumplir sus obligaciones de complementariedad y colaboración 

contraídas en virtud del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y otras normas del 
derecho internacional penal mediante la promulgación de leyes de aplicación efectivas, como 
se señala en la Lista actualizada de requisitos para la aplicación efectiva del Estatuto de 
Roma, de Amnistía Internacional, y concretamente, incluyendo los crímenes de lesa 
humanidad y todos los crímenes de guerra tipificados en el derecho internacional 
consuetudinario y en los tratados como crímenes de derecho internacional.67 Como tales, los 
actos de violencia sexual relacionados con el conflicto deben ser investigados y enjuiciados 
como crímenes de derecho internacional y no como delitos comunes.  
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Sobre la modificación del marco legal colombiano 

 Deberá modificarse el Código Penal, que define la violación, para que refleje la 
definición completa de violación incluida en el derecho internacional penal. 

 El Código de Procedimiento Penal (Ley 906) debe modificarse para reflejar las Reglas de 
Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional. 

RECOMENDACIONES A LOS GRUPOS GUERRILLEROS 

Amnistía Internacional pide a las organizaciones guerrilleras que: 
 Ordenen a todos los combatientes que respeten el derecho internacional humanitario, 

que prohíbe a las partes de los conflictos armados internos que ataquen a la población civil. 

 Emitan instrucciones claras a todos los combatientes que estén bajo su control para que 
no cometan actos de violencia basada en el género, incluidas la violación y otras formas de 
violencia sexual, contra mujeres y niñas, con independencia de si son civiles, sus propias 
combatientes o miembros del “enemigo”. 

 Denuncien públicamente la violencia basada en el género, emitiendo advertencias o 
instrucciones claras a sus fuerzas en el sentido de que no se tolerará la violencia contra las 
mujeres. 

 Se comprometan públicamente a no reclutar a ninguna persona menor de 18 años; a 
poner fin al uso de la violación y de otras formas de violencia sexual, y a poner fin a la 
práctica de abortos, embarazos y anticoncepción forzados respecto de los miembros 
femeninos de las fuerzas guerrilleras. 

RECOMENDACIONES A LOS ESTADOS 

Amnistía Internacional pide a los Estados que: 
 Insten al gobierno colombiano a que cumpla las recomendaciones anteriores y observen 

de cerca sus esfuerzos para cumplir tanto estas recomendaciones como las formuladas por la 
ONU y el sistema interamericano de derechos humanos y otros órganos 
intergubernamentales. 

 Elaboren, junto con otros Estados, un plan de acción para compartir la responsabilidad 
de identificar a, hacer el seguimiento y, cuando haya pruebas admisibles suficientes, pedir la 
extradición de presuntos responsables de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra 
de violencia sexual. 

 Pidan a los grupos guerrilleros que se comprometan públicamente a respetar el derecho 
internacional penal e impidan que sus miembros cometan crímenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra, incluidos actos de violencia sexual. 

 En sus relaciones con el gobierno colombiano, expresen preocupación por el hecho de 
que no prevenga, enjuicie ni castigue la violencia sexual. 

 Ofrezcan apoyo a las organizaciones de mujeres, activistas y defensores y defensoras de 
derechos humanos para que puedan realizar su labor sin miedo. 
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RECOMENDACIONES A LA FISCALÍA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

Amnistía Internacional pide a la Fiscalía de la Corte Penal Internacional que publique 
informes trimestrales sobre la situación del examen preliminar de la situación de Colombia 
en los que indique: 

 Qué crímenes previstos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional han sido 
tipificados como delitos en la legislación colombiana. 

 Cuando estos crímenes no hayan sido tipificados como delitos en la legislación 
colombiana, qué medidas está adoptando la Fiscalía como parte de una complementariedad 
positiva para alentar a Colombia a que cumpla su obligación de tipificarlos. 

 Qué investigaciones han abierto las autoridades colombianas sobre crímenes de lesa 
humanidad y crímenes de guerra cometidos desde 2002, cuándo se abrieron, su situación 
actual, si han desembocado en enjuiciamientos y, en caso afirmativo, si los presuntos autores 
han sido acusados formalmente de crímenes o de delitos comunes de derecho nacional. 

 En qué fecha decidirá el fiscal si pide autorización con arreglo al artículo 15 del 
Estatuto de Roma para abrir una investigación sobre la situación de Colombia. 
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NOTAS FINALES
                                                      

1 http://www.eltiempo.com/justicia/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-8298180.html, acceso del 12 de julio de 2011. 

2 El Consejo de Seguridad de la ONU, en su resolución 1960, adoptada el 16 de diciembre de 2010, reconoce el mayor 
riesgo de sufrir violencia sexual y la impunidad de los autores de los abusos en situaciones de conflicto armado.  

3 A los fines de este informe, se considera que un acto de violencia sexual está relacionado con el conflicto si ha sido 
perpetrado por una de las partes del conflicto, sean miembros de las fuerzas de seguridad, paramilitares o 
guerrilleros. 

4 La violencia sexual adopta muchas formas: violación; prostitución, embarazo, aborto y esterilización forzados, 
acoso sexual, esclavitud sexual y persecución relacionada con el género, como por ejemplo, el control de la conducta 
sexual.  

5 “Durante los conflictos armados, las mujeres experimentan todas las formas de violencia física, sexual y 
psicológica, cometidas por actores estatales y no estatales. Dichas formas comprenden homicidios –premeditados o 
no–, torturas y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, raptos, mutilaciones y desfiguraciones, 
reclutamiento forzado de mujeres combatientes, violaciones, esclavitud sexual, explotación sexual, desapariciones 
involuntarias, prisiones arbitrarias, matrimonios forzados, prostitución forzada, abortos forzados, embarazos 
forzados y esterilización compulsiva.” Estudio a fondo sobre todas las formas de violencia contra la mujer, informe 
del secretario general de la ONU, 6 de julio de 2006, A/61/122/Add.1, pár. 143. 

6 Estudio a fondo sobre todas las formas de violencia contra la mujer, informe del secretario general de la ONU, 6 de 
julio de 2006, A/61/122/Add.1, por ejemplo, en el párrafo 221. 
 
7 Otros factores son la dificultad de “[l]a obtención de datos confiables sobre la extensión de la violencia sexual en 
las guerras y las crisis humanitarias […] precisamente a causa de las circunstancias caóticas y de los constantes 
movimientos de las poblaciones, así como por motivos de seguridad.”Estudio a fondo sobre todas las formas de 
violencia contra la mujer, informe del secretario general de la ONU, 6 de julio de 2006, A/61/122/Add.1, por ejemplo, 
en el párrafo 226. 

8 Véanse los artículos 2.e.f y 5.a de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer. 

9 Su derecho a la participación en condiciones de igualdad ha sido reafirmado por el Consejo de Seguridad de la 
ONU en sus resoluciones sobre Mujeres, Paz y Seguridad; véanse las resoluciones 1325 (2000), 1820 (2008), 1888 
(2009), 1889 (2009) y 1960 (2010). 

10 Índice AI: AMR 23/040/2004. 

11 El Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional pidió al Estado que crease 13 programas para prevenir la violencia 
sexual y proteger a las víctimas, y pidió a la Fiscalía General de la Nación que avanzara en la investigación de 183 
casos de violencia sexual, algunos de los cuales estaban incluidos en el informe de Amnistía Internacional de 2004.  

12 Para un análisis de la postura del gobierno Uribe sobre los derechos humanos y sus defensores, véase “¡Déjennos 
en paz!” La población civil, víctima del conflicto armado interno de Colombia (Índice AI: AMR 23/023/2008). 

13 Véase el capítulo 3, El derecho a obtener reparación, para un examen de la Ley de Víctimas y de Restitución de 
Tierras. 
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14 Los miembros de las milicias visten de civil y actúan en zonas urbanas o semiurbanas. Armados con pistolas, 
realizan tareas relacionadas con la inteligencia, la logística y el reclutamiento, y se unen a las fuerzas “regulares” 
como combatientes en caso necesario. 

15 El Tiempo, 14 de febrero de 2011, http://m.eltiempo.com/justicia/plan-para-evitar-accin-de-bandas-en-las-

elecciones/8859853, acceso del 12 de julio de 2011. 

16 Véase Los paramilitares en Medellín: ¿desmovilización o legalización? (Índice AI: AMR23/019/2005). 

17 INDEPAZ, V Informe sobre narcoparamilitares en 2010, 2011. 

18 Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, OEA/Ser.L/V/II, capítulo 5, 30 de diciembre de 
2009. 

19 Por ejemplo, como resultado del Auto 092 de la Corte Constitucional, la Fiscalía General de la Nación está 
trabajando en una base de datos sobre la violencia sexual relacionada con el conflicto. Sin embargo, según las ONG 
colombianas, aún no está operativa. 

20 Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de 
los derechos humanos en Colombia, 4 de marzo de 2010, A/HRC/13/72. 

21 Informe Periciales Sexológicos, 2009, Violencia Sexual Contra la Pareja, INMLCF. 

22 Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de 
los derechos humanos en Colombia, 4 de marzo de 2010, A/HRC/13/72. 

23 Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los 
derechos humanos en Colombia, 3 de febrero de 2011, A/HRC/16/22. 

24 Mesa de Seguimiento al Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional de Colombia, Acceso a la justicia para 
mujeres víctimas de violencia sexual, mayo de 2011, p. 31. 

25 La Procuraduría General de la Nación tiene la responsabilidad de realizar investigaciones disciplinarias, entre 
otras cosas, sobre la implicación de funcionarios públicos en violaciones de derechos humanos. La Fiscalía General 
de la Nación tiene la responsabilidad de las investigaciones penales de todos los delitos, incluidas las violaciones 
de derechos humanos. La Corte Suprema de Justicia es el máximo órgano judicial en asuntos civiles y penales. La 
Defensoría del Pueblo tiene la responsabilidad de garantizar, promover, divulgar, defender y proteger los derechos 
humanos en Colombia. 

26 Para más información sobre la lucha contra la impunidad durante el gobierno del presidente Uribe, 
véase“¡Déjennos en paz!” La población civil, víctima del conflicto armado interno de Colombia (Índice AI: AMR 
23/023/2008). 

27 Estas normas incluyen los Principios Relativos a una Eficaz Prevención e Investigación de las Ejecuciones 
Extralegales, Arbitrarias o Sumarias, recomendados por la resolución 1989/65 del Consejo Económico y Social de la 
ONU de 24 de mayo de1989 (http://www2.ohchr.org/spanish/law/prevencion.htm). En dicha resolución, el Consejo 
Económico y Social recomendaba que los gobiernos tuvieran en cuenta y respetaran dichos principios en el marco de 
sus leyes y prácticas nacionales. La ONU ha elaborado asimismo un manual para ayudar a los Estados a aplicar los 
principios, que fue respaldado por la Asamblea General de la ONU en la resolución 44/162 de 15 de diciembre de 
1989. 

Las normas incluyen también los Principios Relativos a la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, recomendados por la resolución 55/89 de la Asamblea 
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General de la ONU, de 4 de diciembre de 2000, (http://www2.ohchr.org/spanish/law/investigacion.htm). En dicha 
resolución, la Asamblea General señala a la atención de los gobiernos los principios incluidos en el anexo de la 
resolución y les insta encarecidamente a que los consideren un instrumento útil en las medidas que adopten en 
contra de la tortura. 

28 Véanse, por ejemplo, el principio 2 del Conjunto de Principios actualizado para la Protección y Promoción de los 
Derechos Humanos mediante la Lucha contra la Impunidad: “Cada pueblo tiene el derecho inalienable a conocer la 
verdad acerca de los acontecimientos sucedidos en el pasado en relación con la perpetración de crímenes 
aberrantes y de las circunstancias y los motivos que llevaron, mediante violaciones masivas o sistemáticas, a la 
perpetración de esos crímenes. El ejercicio pleno y efectivo del derecho a la verdad proporciona una salvaguardia 
fundamental contra la repetición de tales violaciones”; el principio 19: “Los Estados emprenderán investigaciones 
rápidas, minuciosas, independientes e imparciales de las violaciones de los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario y adoptarán las medidas apropiadas respecto de sus autores, especialmente en la esfera 
de la justicia penal, para que sean procesados, juzgados y condenados debidamente”; el principio 3 de los 
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones: “La obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las normas 
internacionales de derechos humanos y el derecho internacional humanitario según lo previsto en los respectivos 
ordenamientos jurídicos comprende, entre otros, el deber de: […] b) Investigar las violaciones de forma eficaz, 
rápida, completa e imparcial y, en su caso, adoptar medidas contra los presuntos responsables de conformidad con 
el derecho interno e internacional; c) Dar a quienes afirman ser víctimas de una violación de sus derechos humanos 
o del derecho humanitario un acceso equitativo y efectivo a la justicia, como se describe más adelante, con 
independencia de quién resulte ser en definitiva el responsable de la violación; y d) Proporcionar a las víctimas 
recursos eficaces, incluso reparación”. 
 
29 El Auto 092 era un informe de seguimiento de la sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, que resolvió 
la inconstitucionalidad de la ausencia de una política estatal integrada hacia las comunidades desplazadas. Desde 
entonces, la Corte ha dictado una serie de resoluciones sobre comunidades desplazadas específicas, como las de 
pueblos indígenas y personas con discapacidad.  
 
30 Sitio web de la Unidad de Justicia y Paz, http://www.fiscalia.gov.co/justiciapaz/Index.htm, acceso de junio de 
2011. 

31 El principio 6 de la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del 
Abuso de Poder establece: “se facilitará la adecuación de los procedimientos judiciales y administrativos a las 
necesidades de las víctimas: […] d) Adoptando medidas para minimizar la molestia causada a las víctimas, 
proteger su intimidad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así como la de sus familiares y la de los 
testigos en su favor, contra todo acto de intimidación y represalia.” Por su parte, el principio 10 de los Principios y 
directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones establece: “Las víctimas deben ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos 
humanos, y han de adoptarse las medidas apropiadas para garantizar su seguridad, su bienestar físico y 
psicológico y su intimidad, así como los de sus familias. El Estado debe velar por que, en la medida de lo posible, su 
derecho interno disponga que las víctimas de violencia o traumas gocen de una consideración y atención especiales 
para que los procedimientos jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y conceder una reparación no 
den lugar a un nuevo trauma.” Véanse también el artículo 68 (1) del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional y las Directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos, 
del ECOSOC.  
 
32 El principio 6 de la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del 
Abuso de Poder establece: “se facilitará la adecuación de los procedimientos judiciales y administrativos a las 
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necesidades de las víctimas: […] b) Permitiendo que las opiniones y preocupaciones de las víctimas sean 
presentadas y examinadas en etapas apropiadas de las actuaciones siempre que estén en juego sus intereses, sin 
perjuicio del acusado y de acuerdo con el sistema nacional de justicia penal correspondiente.” Véase también el 
artículo 68 (3) del Estatuto de Roma.  

33 Para demostrar que están colaborando efectivamente con una investigación, las víctimas deben facilitar 
información que ayude a identificar y localizar al perpetrador. 

34 A/RES/53/144, 8 de marzo de 1999. 

35 Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 30 de diciembre de 2009, OEA/Ser.L/V/II. 

36 A Amnistía Internacional le preocupa que esta declaración demuestra que las autoridades colombianas entienden 
que la violación y la violencia sexual sólo son crímenes cometidos mediante el uso de la violencia física: la fiscal 
demuestra en esta declaración que no reconoce que el uso del control y el abuso de poder ejercido por los 
comandantes se pueda ejercer mediante una amenaza implícita. El mero hecho de que no tengan que recurrir a la 
violencia física no significa que su imposición de actos sexuales sobre otras personas que no acceden libremente a 
realizarlos no sea violación. 

37 Adoptada por la resolución 40/34 de la Asamblea General, de 29 de noviembre de 1985. 

38 El principio 6 de la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del 
Abuso de Poder establece: “Se facilitará la adecuación de los procedimientos judiciales y administrativos a las 
necesidades de las víctimas: (a) Informando a las víctimas de su papel y del alcance, el desarrollo cronológico y la 
marcha de las actuaciones, así como de la decisión de sus causas, especialmente cuando se trate de delitos graves 
y cuando hayan solicitado esa información”. 

39 El principio 6 de las Directrices sobre la Función de los Fiscales de 1990 establece que: “Las leyes o las normas o 
reglamentaciones de conocimiento público se establecerán para condiciones razonables de servicio, una 
remuneración adecuada y, cuando corresponda, seguridad en el cargo, pensión y edad de jubilación.” El principio 4 
establece: “Los Estados garantizarán que los fiscales puedan ejercer sus funciones profesionales sin intimidación, 
trabas, hostigamiento, injerencias indebidas o riesgo injustificado de incurrir en responsabilidad civil, penal o de 
otra índole.”  

40 La profilaxis postexposición (PPE) es una respuesta médica de emergencia destinada a proteger a las personas 
expuestas al virus de la inmunodeficiencia humana (VIH). La PPE consiste en medicación, pruebas de laboratorio y 
asesoramiento y debe iniciarse en lo posible en las 2-24 horas siguientes a la posible exposición al VIH (y a más 
tardar 48-72 horas después) y continuar durante aproximadamente cuatro semanas. 

41 Véanse el principio 14 de la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de 
Delitos y del Abuso de Poder, que establece: “Las víctimas recibirán la asistencia material, médica, sicológica y 
social que sea necesaria, por conducto de los medios gubernamentales, voluntarios, comunitarios y autóctonos” y el 
principio 15: “Se informará a las víctimas de la disponibilidad de servicios sanitarios y sociales y demás asistencia 
pertinente, y se facilitará su acceso a ellos.” Véase también el principio 18 de los Principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 
de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones: 
“Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso, se 
debería dar a las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 
violaciones graves del derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, según se indica en los principios 19 
a 23, en las formas siguientes: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición.” 
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42 Ley 1257 de 2008. 

43 Ley 360 de 1997. 

44 Sentencia T-045/10 de la Corte Constitucional, de 2 de febrero de 2010. 

45 Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos I2010, OEA/Ser.L/V/II. Doc. 5, rev. 1, 7 de 
marzo de 2011. 

46 Auto 004 de la Corte Constitucional, 26 de enero de 2009. 

47 Corte Permanente de Arbitraje: Caso de la fábrica Chorzow (Alemania contra Polonia), 1928. 

48 Adoptados por la Asamblea General de la ONU el 16 de diciembre de 2005. 

49 Informe de la relatora especial sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, 
Rashida Manjoo, 23 de abril de 2010 (A/HRC/14/22): 
http://wwwd2.ohchr.org/english/bodies/hrcouncil/docs/14session/A.HRC.14.22.pdf, acceso de 12 de julio de 2011. 

50 Artículo 3.e de la Declaración de Nairobi sobre el derecho de las mujeres y las niñas a interponer recursos y 
obtener reparaciones. 19-21 de marzo de 2007. 
 
51 Por ejemplo, los gobiernos de Argentina, Chile, Perú, Timor Oriental, Brasil y Sudáfrica han elaborado diferentes 
programas de reparación en función de las necesidades de las víctimas.  
 
52 Artículo 19 de los Principios Básicos de la ONU.  

53 Artículo 20 de los Principios Básicos de la ONU.  

54 Artículo 21 de los Principios Básicos de la ONU.  

55 Artículo 22 de los Principios Básicos de la ONU.  

56 Artículo 23 de los Principios Básicos de la ONU.  

57 En julio de 1988, una conferencia diplomática adoptó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional por una 
abrumadora mayoría de 120 votos a favor y sólo siete en contra (hubo 21 abstenciones). El Estatuto de Roma define 
los crímenes, la forma en que trabajará la Corte y lo que deben hacer los Estados para cooperar con ella. La 
sexagésima ratificación necesaria para establecer la Corte Penal Internacional fue depositada el 11 de abril de 2002 
y el Estatuto entró en vigor, comenzando a ejercer su jurisdicción el 1 de julio de 2002. En febrero de 2003 fueron 
elegidos los primeros 18 jueces de la Corte; el primer fiscal fue elegido en abril de 2003. 

58 Prosecutor v. Bagaragaza, Decision on the Prosecution Motion for Referral to the Kingdom of Norway – Rule 11 bis 
of the Rules of Procedure and Evidence, Case No. ICTR-2005-86-11 bis, Trial Chamber, 19 de mayo de 2006, pár. 16, 
ratificado por Prosecutor v. Bagaragaza, Decision on Rule 11 bis Appeal, Case No. ICTR-05-86- AR11 bis, Appeals 
Chamber, 30 de agosto de 2006, pár. 16. 

59 Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional de Colombia.  

60 En este sentido, la sala de apelaciones del Tribunal Especial para el Líbano (que es un tribunal penal 
internacional), mantuvo recientemente que: “según el principio de legalidad, todas las personas deben conocer con 
antelación si una conducta concreta es consontante con el derecho penal o una violación de éste”.” También afirmó 
que: “sin embargo, esto no conlleva necesariamente que las autoridades de un Estado Parte del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos puedan juzgar y condenar a una persona por un delito previsto en el derecho 
internacional que aún no está codificado en el orden jurídico interno: en asuntos penales, el derecho internacional 
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no puede sustituir la legislación nacional; en otras palabras, la penalización internacional no es suficiente por sí 
sola para que los órdenes jurídicos internos castiguen esa conducta. Sin embargo, el artículo 15 del Pacto permite 
que, como mínimo, la aplicación de una nueva ley nacional (o, si es admisible, un caso vinculante) que tipifique un 
delito que ya estuviera previsto en el derecho internacional a infracciones cometidas antes de su entrada en vigor 
sin infringir el principio e nullum crimen. Esto implica que se espera y exige que las personas conozcan que 
determinada conducta está penalizada en el derecho internacional: al menos desde el momento en que la misma 
conducta está penalizada también en un orden jurídico nacional, la persona podría ser castigada por los tribunales 
nacionales incluso por una conducta anterior a la adopción de la legislación nacional.” Colombia es parte del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos desde 1969. 

61 “En este sentido, el Estado [de Colombia] no podrá aplicar leyes de amnistía ni argumentar prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio ne bis in idem, o cualquier excluyente similar de 
responsabilidad, para excusarse de esta obligación” de investigar y enjuiciar. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, sentencia de 26 de mayo de 2010 (Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas), pár. 216 (d). 

62 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la masacre de La Rochela vs. Colombia, sentencia de 11 de 
mayo de 2007 (Fondo, Reparaciones y Costas), pár. 200 y Caso de la masacre de Pueblo Bello vr. Colombia, 
sentencia de 31 de enero de 2006 (Fondo, Reparaciones y Costas), pár. 192. 

63 Elementos 1 y 2 de los Elementos de los Crímenes relativos a los artículos 7(1)(g)-1, 8(2)(b)(xxii)-1, y 2)(e)(vi)-1: 
“Que el autor haya invadido [la nota al pie dice: ‘El concepto de «invasión» se utiliza en sentido amplio, para que 
resulte neutro en cuanto al género’] el cuerpo de una persona mediante una conducta que haya ocasionado la 
penetración, por insignificante que fuera, de cualquier parte del cuerpo de la víctima o del autor con un órgano 
sexual o del orificio anal o vaginal de la víctima con un objeto u otra parte del cuerpo. 

“2. Que la invasión haya tenido lugar por la fuerza, o mediante la amenaza de la fuerza o mediante coacción, como 
la causada por el temor a la violencia, la intimidación, la detención, la opresión sicológica o el abuso de poder, 
contra esa u otra persona o aprovechando un entorno de coacción, o se haya realizado contra una persona incapaz 
de dar su libre consentimiento. [La nota al pie dice: ‘Se entiende que una persona es incapaz de dar su libre 
consentimiento si adolece de una incapacidad natural, inducida o debida a la edad.’]” 

64 Véase Los paramilitares en Medellín: ¿desmovilización o legalización? (Índice AI: AMR23/019/2005). 

65 Ley 1424 de 2010.  

66 Véase Informe 2008 Amnistía Internacional, http://www.amnesty.org/es/region/colombia/report-2008. 

67 Índice AI: IOR 53/009/2010. 
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YA SEA EN UN CONFLICTO 
DE GRAN REPERCUSIÓN O 
EN UN RINCÓN PERDIDO DEL PLANETA,
AMNISTÍA INTERNACIONAL 
ACTÚA EN FAVOR DE LA JUSTICIA, 
LA LIBERTAD Y LA DIGNIDAD 
PARA TODAS LAS PERSONAS 
Y PERSIGUE EL RESPALDO 
DE LA OPINIÓN PÚBLICA PARA
CONSTRUIR UN MUNDO MEJOR.
¿QUÉ PUEDES HACER?

Activistas de todo el mundo han demostrado que es posible oponer
resistencia a las peligrosas fuerzas que socavan los derechos
humanos. Súmate a este movimiento. Lucha contra quienes siembran
el miedo y el odio.

� Únete a Amnistía Internacional y sé parte de un movimiento
formado por personas de todo el mundo que trabajan para poner
fin a las violaciones de derechos humanos. Ayúdanos a hacer que
las cosas cambien.

� Haz un donativo en apoyo del trabajo de Amnistía Internacional. 

Juntos conseguiremos que se oiga nuestra voz.

Me interesa recibir información sobre cómo unirme a Amnistía Internacional.

Nombre y apellidos

Domicilio

País

Correo-e

Quiero hacer un donativo a Amnistía Internacional (indica la divisa de tu donativo).

Cantidad

Con cargo a mi  Visa    Mastercard 

Número  

Caduca en

Firma

Envía este formulario a la oficina de Amnistía Internacional de tu país. 
Oficinas de Amnistía Internacional en todo el mundo: 
http://www.amnesty.org/es/worldwide-sites

Si en tu país no hay oficina, envía el formulario al Secretariado Internacional en Londres:
Amnistía Internacional, Secretariado Internacional, Peter Benenson House, 
1 Easton Street, London WC1X 0DW, Reino Unido.
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“ESO ES LO QUE NOSOTRAS EXIGIMOS.
QUE SE HAGA JUSTICIA.”
IMPUNIDAD POR ACTOS DE VIOLENCIA SEXUAL
COMETIDOS CONTRA MUJERES EN EL CONFLICTO
ARMADO DE COLOMBIA

La violencia sexual es endémica en el conflicto armado que desde hace
tiempo asola Colombia. Miembros de todas las partes del conflicto —
grupos paramilitares, grupos guerrilleros y las fuerzas de seguridad
colombianas— han abusado y explotado sexualmente a mujeres y
niñas. Lo han hecho por diversas razones: para explotarlas como
esclavas sexuales, para sembrar el terror en las comunidades, para
vengarse del adversario y para silenciar a las mujeres líderes. 

La violación y la violencia sexual no son las únicas formas de violencia
basada en el género que experimentan las mujeres. Sin embargo,
entran en una categoría especial por una razón básica: son los abusos
contra los derechos humanos más invisibles. Las sobrevivientes rara
vez denuncian este tipo de delitos y, cuando lo hacen, los autores de los
abusos casi nunca comparecen ante la justicia. Éste es un escándalo de
derechos humanos que convierte a las sobrevivientes de la violencia
sexual en víctimas por partida doble. Revela vívidamente la impunidad
profundamente arraigada que durante tanto tiempo ha protegido de la
justicia a los autores de todo tipo de abusos contra los derechos
humanos en Colombia.

El núcleo de este informe lo constituyen las voces de las sobrevivientes
de la violencia sexual en el sangriento conflicto de Colombia, mujeres y
niñas tanto tiempo silenciadas, olvidadas e ignoradas. El mensaje que
transmitieron al compartir sus historias con Amnistía Internacional fue
claro e imperioso: “Eso es lo que nosotras exigimos. Que se haga
justicia”. 

amnesty.org
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